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Introducción

El gobierno del presidente Abelardo de la Espriella tendrá que tomar decisiones 

sobre el futuro de los compromisos de sustitución que el Estado mantiene con alrede-

dor de 80.000 familias en 61 municipios del país. Estos compromisos corresponden 

al Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS) y a el 

programa RenHacemos. El primero supera el 80 % de implementación después de tres 

gobiernos y casi diez años de la firma del Acuerdo de Paz con las FARC, mientras que 

RenHacemos, el programa de sustitución creado por el gobierno del presidente Gus-

tavo Petro, cuenta con más de 45.000 familias inscritas.

Durante el Gobierno Petro se avanzó en un 40 % en el cumplimiento de los com-

promisos que el Estado aún tiene pendientes con las cerca de 100.000 familias que se 

vincularon al PNIS en 2017. Estas familias cumplieron con la erradicación de cultivos, 

pero no recibieron oportunamente los beneficios pactados en el Acuerdo de Paz. 

En paralelo, RenHacemos buscó corregir algunas de las limitaciones históricas de 

los programas de desarrollo alternativo. Sin embargo, el tiempo transcurrido no per-

mite determinar si esta nueva propuesta logrará producir resultados sostenibles en 

materia de sustitución y transformación económica de los territorios.

Aunque RenHacemos introdujo algunos cambios frente al modelo anterior, también 

reprodujo varias de sus limitaciones. El reto del nuevo gobierno será comprenderlas y 

evaluarlas. El principal riesgo es que opte por cerrar o debilitar su implementación, lo 

que podría profundizar el incumplimiento del Estado frente a las familias vinculadas y 

poner en riesgo tanto la inversión realizada como los procesos de desarrollo produc-

tivo y comercial que ya comenzaron a construirse. 

El país no necesita nuevos programas, sino integrar la sustitución a una política de 

transformación territorial de largo plazo. Esto implica incorporar los territorios y las 

comunidades vinculadas a RenHacemos a la focalización que defina el gobierno de De 

la Espriella, para concentrar la acción integral del Estado de acuerdo con sus capaci-

dades institucionales y con objetivos alcanzables en el corto, mediano y largo plazo. 
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La reducción sostenible de los cultivos de uso ilícito requiere transformar las es-

tructuras económicas de los territorios donde estos persisten. Esta transformación 

solo puede lograrse mediante una intervención sostenida en el tiempo que se propon-

ga recuperar estas zonas del control de los grupos armados y generar condiciones 

para que las comunidades cuenten con opciones viables de ingresos seguros y lícitos.

Este documento presenta un balance de la implementación del PNIS y de RenHa-

cemos durante el gobierno del presidente Petro. Analiza los avances, los pendientes y 

las principales limitaciones de ambos programas, con el propósito de orientar las de-

cisiones del nuevo gobierno hacia el cumplimiento de los compromisos con las comu-

nidades, la capitalización de los avances de RenHacemos y una intervención acorde 

con las capacidades disponibles. Estos elementos buscan impulsar, durante los próxi-

mos cuatro años, la transformación de territorios priorizados.
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1. La sustitución: estrategia central para reducir los 
cultivos de uso ilícito en la última década

La sustitución voluntaria constituye actualmente 

uno de los principales instrumentos adoptados por el 

Estado colombiano para reducir los cultivos de uso 

ilícito. Su fundamento está en el reconocimiento de 

que la persistencia de estos cultivos responde a una 

combinación de factores económicos, sociales, insti-

tucionales y de seguridad que limitan las oportunida-

des de desarrollo de las comunidades rurales. 

Bajo este enfoque, el desarrollo alternativo se ha 

posicionado como un componente de la política de 

drogas orientado a mejorar las condiciones de vida 

de comunidades mediante el acceso a infraestructu-

ra, mercados, asistencia técnica, formalización de la 

propiedad, bienes públicos rurales y oportunidades 

de generación de ingresos legales.

El Acuerdo de Paz entre el gobierno colombiano 

y las FARC (2016) concretó la relevancia de la sus-

titución voluntaria en la política pública de drogas e 

incluso le dio preponderancia frente a otras acciones, 

como la erradicación. El punto 4 del Acuerdo incor-

poró el problema de las drogas ilícitas como un fenó-

meno estrechamente vinculado a la pobreza rural, la 

exclusión social, la debilidad institucional y la persis-

tencia del conflicto armado. A partir de este diagnós-

tico, propuso una estrategia integral que combinara 

acciones de sustitución voluntaria, participación co-

munitaria y desarrollo territorial. 

Para ello, en 2017 se creó el Programa Nacional 

Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito 

(PNIS), concebido como un mecanismo de tránsito 

hacia la Reforma Rural Integral (RRI) dirigido a la po-

blación dependiente de la economía de estos cultivos. 

Con el PNIS, el Acuerdo buscaba ampliar el alcan-

ce de la intervención estatal en los territorios frente 

a las experiencias previas de desarrollo alternativo, 

orientadas principalmente a procesos de sustitución 

en el corto plazo. El propósito era avanzar hacia la 

atención de las causas estructurales que favorecen la 

permanencia de los cultivos de uso ilícito.
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El diseño del PNIS se estructuró alrededor de 

acuerdos voluntarios suscritos entre el Estado y las 

personas vinculadas. A cambio de la erradicación vo-

luntaria de los cultivos, ellas accederían durante los 

siguientes dos años a un plan de atención que incluía 

apoyos económicos transitorios y el establecimiento 

de proyectos productivos. Lo anterior, bajo el supues-

to de que en estos territorios la implementación de la 

RRI permitiría avanzar en el desarrollo de bienes pú-

blicos, infraestructura e inserción en los mercados.

Sin embargo, desde los primeros años de imple-

mentación del Acuerdo de Paz, comenzaron a evi-

denciarse dificultades relacionadas con la capacidad 

institucional para cumplir los objetivos del PNIS y de 

la RRI. Estas dificultades fueron documentadas por 

diferentes entidades del Estado, organismos de con-

trol, organismos internacionales y centros de investi-

gación, convirtiéndose en uno de los principales de-

safíos para el Acuerdo de Paz y la política de drogas 

(Kroc Institute, 2025).

A pesar de que el Acuerdo de Paz tiene un hori-

zonte de implementación de 15 años y el PNIS fue 

concebido con una vigencia de 10 años, la ventana de 

oportunidad que abrió para lograr resultados soste-

nibles a partir de los acuerdos de sustitución se cerró. 

Después de casi una década de implementación los 

rezagos acumulados han reducido sustancialmente 

las posibilidades de alcanzar los resultados original-

mente previstos. 

La sustitución en el Gobierno 
Petro

El presidente Gustavo Petro se posesionó en agos-

to de 2022 con el compromiso de fortalecer una po-

lítica de drogas centrada en el desarrollo territorial, 

la protección de las comunidades rurales y la trans-

formación de las economías locales. Durante su ad-

ministración, la política de drogas ocupó un lugar 

recurrente en sus discursos públicos, en los que rei-

vindicó de manera particular a la población cocalera 

y destacó la necesidad de abordar los cultivos de uso 

ilícito desde las condiciones sociales y económicas 

de las comunidades que dependen de ellos. 

Esta visión se reflejó en el Plan Nacional de De-

sarrollo 2022–2026 (PND) y, posteriormente, en la 

Política Nacional de Drogas 2023–2033: Sembrando 

vida, desterramos el narcotráfico. Ambos documen-

tos plantean un enfoque integral basado en la protec-

ción de la vida, el fortalecimiento de las economías 

lícitas, la transformación territorial y la construcción 

de paz. En este marco, la sustitución voluntaria dejó 

de ser un componente de la política de drogas para 

convertirse en la estrategia para reducir los cultivos 

de coca.

En términos concretos, este enfoque se tradujo en 

tres decisiones principales: no intentar reactivar la 

aspersión aérea para reducir los cultivos de uso ilíci-

to, reducir significativamente la erradicación forzosa 

y promover acuerdos de sustitución concertados con 

las comunidades.

De acuerdo con la postura del Gobierno Petro, la 

erradicación forzosa debía concentrarse en aquellos 

cultivos que no correspondieran a pequeños culti-

vadores o a familias vinculadas a estas economías 

(El Tiempo, 2023). Sin embargo, no son claros los 

criterios utilizados para identificar los denominados 

“cultivos industriales” ni la estrategia específica para 

intervenirlos. Bajo esta lógica, la reducción de los cul-

tivos de uso ilícito resultaría de procesos de transfor-

mación territorial concertados con las comunidades, 

que condujeran a la erradicación voluntaria de los 

cultivos y su sustitución por actividades lícitas. 

En línea con este enfoque, durante la administra-

ción Petro se reportó la erradicación manual forzosa 

de 65.389 hectáreas (ver Gráfico No. 1), equivalentes 
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al 16 % de las hectáreas erradicadas bajo esta mo-

dalidad durante la administración del presidente Iván 

Duque (2018-2022). Estas acciones se concentraron 

principalmente en Putumayo; aunque los criterios de 

la focalización no fueron claros.

La estrategia de sustitución, por su parte, se con-

centró durante esta administración en cumplir con los 

compromisos pendientes del PNIS y, en paralelo, se 

inició la implementación del programa RenHacemos. 

Aunque al inicio del gobierno se anunció la crea-

ción de cuatro Misiones Territoriales de la Política de 

Drogas en siete departamentos (FIP, 2024b) como 

plataforma para implementar un nuevo modelo de 

atención en territorios con cultivos de uso ilícito, la 

iniciativa no llegó a concretarse. En la práctica, la 

sustitución terminó concentrando la implementación 

de la política de drogas.

Gráfico 1. Erradicación reportada de cultivos de coca (2014 – julio 2026)Gráfico 1. Erradicación reportada de cultivos de coca (2014 - julio 2026)
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2. Balance del Programa Nacional Integral de 
Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS)

El PNIS se creó en el marco del Acuerdo de Paz 

con las FARC con el objetivo de contribuir a reducir 

los factores estructurales que explican la presen-

cia y persistencia de los cultivos de uso ilícito. Para 

ello, durante un periodo de diez años, el PNIS sería 

un componente de la RRI mediante la construcción 

de Planes Integrales Comunitarios y Municipales de 

Sustitución y Desarrollo Alternativo (PISDA), que se 

articularían con los Planes de Acción de los Progra-

mas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).

Creado formalmente en 20171, el PNIS reconoció 

expresamente a la población no cultivadora y re-

colectora en su modelo de atención. Esta inclusión 

buscaba facilitar la transición de las comunidades 

dependientes de la economía de la coca hacia activi-

dades lícitas, teniendo en cuenta que no solo las fami-

lias que cultivan dependen de la economía de la coca, 

sino que también existen otras labores relacionadas 

con el cultivo, como la recolección, que requieren 

atención del Estado. 

Sin embargo, desde el inicio de su implementación 

se evidenciaron importantes rezagos que derivaron en 

el incumplimiento de los acuerdos de sustitución por 

parte del Estado. De acuerdo con datos oficiales, casi 

diez años después de la firma del Acuerdo de Paz, más 

del 41 % de las familias vinculadas al programa aún 

no ha culminado el Plan de Atención Inmediata (PAI), 

que debió desarrollarse en un periodo de dos años 

(ver Gráfico No. 2). El PAI se concibió como un plan 

de transición para la integración de estos territorios 

en la RRI, que sería la garantía de la sostenibilidad del 

programa. Sin embargo, la ejecución del PNIS termi-

nó relegada al cumplimiento del PAI, lo que explica, en 

buena parte, su dificultad para generar transforma-

ciones en los territorios vinculados (ver elementos y 

componentes del PNIS en el Anexo 1).  

La débil implementación de los PISDA constituye 

uno de los factores que explica el rezago del PNIS. 

Estos planes eran fundamentales para identificar y 

atender las necesidades de transformación territo-

rial en las zonas con presencia de cultivos de uso 

ilícito. De su implementación dependía, en buena 

medida, la capacidad del programa para transfor-

mar las condiciones territoriales que sustentaban 

la economía de los cultivos de uso ilícito y, por tan-

to, la sostenibilidad de los resultados del PNIS.

En los 48 municipios donde el PNIS coincide con 

los PDET hay 812 iniciativas. En 2024, un poco más 

de la mitad se encontraba en la etapa de implemen-

tación (Corte Constitucional de Colombia, 2024b) 

y, según la Dirección de Sustitución de Cultivos de 

Uso Ilícito (DSCI), en 2025, ya habían terminado 

79 proyectos PISDA en los PDET (DSCI, 2026a). 

En los ocho municipios donde no hubo coinciden-

cia con los PDET se identificaron 1.444 iniciativas, 

de las cuales menos del 20 % se encontraba en 

ejecución en ese mismo año (DSCI, 2026a; DSCI, 

2026b).

La secuencialidad de actividades que propone 

el Acuerdo de Paz indica que el programa debía ini-

ciar con la celebración de acuerdos entre las comu-

nidades, el Gobierno y las entidades territoriales. 

En estos acuerdos, las comunidades se compro-

metían a erradicar y a no volver a cultivar, mien-

tras que el Gobierno ejecutaría el PAI e iniciaría la 

construcción participativa de los PISDA. 

Así como los PISDA, otros elementos del diseño 

del PNIS quedaron relegados (ver Cuadro 1). Uno 

de ellos fue garantizar la seguridad en los territo-

rios focalizados, sin la cual la implementación del 

programa carecía de las bases necesarias para 

1	 Decreto Ley 896 de 2017
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construir todo su andamiaje transformador. De ahí 

que el programa avanzara, marcado por la inercia 

propia de la institucionalidad pública, sin una defini-

ción previa de las condiciones necesarias para una 

ejecución segura y sostenible. 

Diversas fuentes coinciden en que la implementa-

ción del PNIS estuvo acompañada de un grave de-

terioro de las condiciones de seguridad de los lide-

razgos que promovieron la sustitución. Un informe de 

Somos Defensores, Viso Mutop y Minga documentó 

75 asesinatos (Somos Defensores et al., 2020), mien-

tras que un estudio de Lucas Marín encontró que el 

PNIS incrementó en 481 % la tasa de asesinatos de 

líderes sociales y en 122 % la probabilidad mensual 

de que ocurriera uno, particularmente en municipios 

con presencia y disputa de grupos armados y donde 

los liderazgos se oponían a la expansión de los culti-

vos de coca (Marín, 2022). 

El tratamiento penal diferencial de pequeños cul-

tivadores es otro de los componentes del PNIS que 

nunca llegó a materializarse. Aunque fue incorpo-

rado en el Acuerdo de Paz y en el diseño normati-

vo del programa, su aplicación quedó condicionada 

a la expedición de una ley que definiera los sujetos, 

las conductas y las condiciones para acceder a este 

beneficio. Desde 2017 se han presentado al menos 

Gráfico 2. Componentes del Plan de Atención Inmediata (PAI) del PNIS

MODELO DE INTERVENCIÓN / PNIS

Plan de Atención Inmediata (PAI)
Ciclo de intervención: 2 años

Meses 1 a 12

01

Asistencia alimentaria
inmediata

Apoyo para garantizar la
seguridad alimentaria de las
familias mientras avanzan
los proyectos productivos.

$12.000.000 por familia

Meses 1 a 24

02

Proyectos de
autosostenimiento y
seguridad alimentaria

Iniciativas para la
producción de alimentos de
consumo propio y
generación de ingresos
desde el inicio del proceso.

$1.800.000 por familia

Meses 6 a 18

03

Proyectos productivos
de ciclo corto

Apoyo a iniciativas
productivas que generen
ingresos en el corto plazo:
menor o igual a 12 meses.

$9.000.000 por familia

Meses 12 a 24

04

Proyectos productivos
de ciclo largo

Apoyo a iniciativas
productivas sostenibles en el
tiempo, de más de 12 meses,
para consolidar economías
lícitas.

$10.000.000 por familia

Los ingresos y capacidades del ciclo corto fortalecen la transición al ciclo
largo.

05 / MESES 1 A 24

Asistencia técnica integral
Acompañamiento transversal a las familias para fortalecer capacidades, gestionar proyectos
y promover su sostenibilidad.

Hasta

$3.200.000
por familia

MONTO TOTAL DEL PAI POR FAMILIA $36.000.000
Fuentes: Decreto Ley 896 de 2017; CONPES 3931 de 2018; DNP, informe PNIS 2022;
Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, informe al Congreso sobre el PNIS 2018.

Fuente: Elaboración propia con base en el Acuerdo de Paz y la normativa de implementación del PNIS.
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nueve iniciativas legislativas para desarrollarlo, pero 

ninguna ha culminado en una ley (Corte Constitucio-

nal de Colombia, 2024a). 

Resolver este vacío normativo resulta necesario 

no solo para brindar seguridad jurídica a la población 

cultivadora que decida vincularse a los programas 

de sustitución y fortalecer la confianza de las co-

munidades en estos procesos, sino también para dar 

mayor certeza a los servidores públicos encargados 

de implementarlos y facilitar su articulación con las 

acciones de transformación territorial.

Todas estas dificultades para cumplir con los 

compromisos adquiridos con las familias y alcanzar 

los objetivos de desarrollo y reducción de los cultivos 

de uso ilícito pueden explicarse, en parte, por limita-

ciones en el diseño del programa y por la ausencia de 

una planificación que permitiera la implementación 

progresiva, acorde con el desarrollo de las capacida-

des institucionales necesarias para una intervención 

de esta magnitud. 

La información oficial y el seguimiento realiza-

do por la Fundación Ideas para la Paz (FIP) a la im-

plementación del programa evidencian que el PNIS 

inició sin un diseño programático suficientemente 

desarrollado que definiera con claridad sus objetivos 

y metas, estableciera mecanismos de planeación y 

gestión, identificara las capacidades institucionales 

necesarias y determinara criterios específicos de fo-

calización territorial en consonancia con la Reforma 

Rural Integral.

Esta focalización se definió a partir de criterios 

amplios, como la presencia de cultivos de coca, la 

priorización de municipios PDET y la inclusión de 

Parques Nacionales Naturales, entre otros, pero es-

tos criterios no se tradujeron en una estrategia que 

estableciera el orden, el alcance y la secuencia de la 

intervención estatal en los territorios. Como conse-

cuencia, las actividades de socialización del PNIS 

abrieron la posibilidad de vincular a las familias 

interesadas sin definir previamente cuántas podía 

atender el Estado ni cómo ampliar progresivamen-

te la cobertura a nuevos territorios, teniendo en 

cuenta su capacidad institucional y financiera.

La focalización del programa también estuvo 

determinada por situaciones coyunturales y políti-

cas, como las movilizaciones en Putumayo, Cauca 

y Catatumbo, la ubicación de las Zonas Veredales 

de Verificación para la Transición (ZVTN) de las 

personas desmovilizadas de las FARC y la gestión 

para facilitar el acceso del Gobierno a sus zonas 

de influencia2 (Fundación Ideas para la Paz [FIP], 

2021). 

La presión derivada del aumento de los cultivos de 

coca también incidió en la focalización. En 2016 se 

reportaron 146.000 hectáreas cultivadas con coca, 

más del 50 % frente al año anterior, en un contexto 

marcado además por la suspensión del programa de 

aspersión aérea en 2015. Ante ese escenario, el go-

bierno del presidente Juan Manuel Santos debía mos-

trar resultados concretos en la reducción de los cul-

tivos y, en marzo de 2017, presentó ante funcionarios 

de Estados Unidos un plan para eliminar 100.000 

hectáreas de coca durante ese año: 50.000 mediante 

erradicación forzada y otras 50.000 mediante susti-

tución voluntaria a través de los programas de desa-

rrollo alternativo (Avendaño, 2017).

Como resultado de esta dinámica, y no de una 

focalización sustentada en una estrategia de trans-

formación territorial, el Gobierno Santos suscribió 

106 acuerdos colectivos que comprendían 188.036 

2	 Según un estudio de la FIP sobre la focalización en los programas de desarro-
llo alternativo en Colombia entre 2010 y 2019, el 72 % de las veredas foca-
lizadas en el PNIS tenía cultivos de coca, una proporción significativamente 
superior a la de otros programas de desarrollo alternativo, en los que esta 
cifra no superaba el 27 % (FIP, 2021).  
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familias en 98 municipios. De estas, 99.097 familias 

suscribieron acuerdos individuales, requisito para 

formalizar su vinculación al PNIS. La depuración del 

universo de beneficiarios ha continuado mediante 

decisiones de suspensión, retiro y otras actuaciones 

administrativas. En julio de 2026, la DSCI reportó un 

total de 79.518 familias activas (DSCI, 2026a).

Esta depuración ha dado lugar a diversas contro-

versias judiciales, particularmente por la aplicación 

de causales de suspensión o retiro sin las garantías 

correspondientes del debido proceso. La jurispru-

dencia constitucional ha reconocido el carácter vin-

culante de los compromisos adquiridos por el Estado 

en el marco del PNIS y ha señalado que los acuer-

dos colectivos son de obligatorio cumplimiento para 

el Estado (Corte Constitucional de Colombia, 2023, 

2024a, 2024b).

Resultados documentados de la 
implementación del PNIS

En materia de erradicación voluntaria, el progra-

ma alcanzó 43.711 hectáreas de coca entre 2017 y 

2021 (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga 

y el Delito [UNODC], 2022). Este resultado muestra 

que, durante las primeras etapas de implementación, 

el PNIS logró movilizar compromisos efectivos de 

erradicación entre las familias participantes. Sin em-

bargo, este avance terminó opacado por la dinámica 

posterior de los cultivos de coca: pese a las hectáreas 

erradicadas, el área cultivada continuó aumentando, 

en parte por los incentivos generados desde el anun-

cio del PNIS en 2014 y, posteriormente, por dinámi-

cas asociadas con su implementación. De ahí que, la 

gestión del programa no logró traducir la erradica-

ción alcanzada en una reducción efectiva y sostenida 

del área cultivada con coca.

La evaluación del PNIS realizada por el Centro de 

Estudios sobre Seguridad y Drogas (CESED) de la 

Universidad de los Andes encontró que la implemen-

tación del PAI resultó en un aumento de más del 50 % 

de los cultivos de coca en fincas vecinas y cercanas. 

Cabe señalar que el aumento de los cultivos de 

coca se produjo después del anuncio del programa 

que hizo el Gobierno en mayo de 2014, en el marco 

del proceso de diálogo con las FARC. El programa 

contemplaba beneficios materiales para las poblacio-

nes con cultivos de coca y, según diversos estudios, 

generó incentivos para ampliar las hectáreas cultiva-

das, con incrementos superiores al 100 % en algunas 

zonas (Ladino et al., 2019, como se citó en FIP, 2021).

En materia ambiental, el CESED encontró que el 

anuncio del programa y la llegada de recursos para 

proyectos de seguridad alimentaria elevaron la de-

forestación entre un 13 % y 31 % en las fincas de las 

personas beneficiarias y en áreas colindantes. Este 

aumento se produjo en un contexto de mayor inter-

vención sobre los bosques y de la ausencia de una 

orientación ambiental efectiva. En particular, eviden-

ció un aumento de aproximadamente 4 % en la capa-

cidad de carga bovina en los municipios donde operó 

el PNIS (Londoño, Marín & Vélez, 2024).

En el ámbito socioeconómico, esta evaluación 

identificó efectos positivos sobre algunos indicado-

res, particularmente en los hogares que presentaban 

una menor dependencia de la economía de la coca 

al ingresar al programa. En contraste, las familias 

con mayor dependencia experimentaron efectos ad-

versos. Estos resultados sugieren que los retrasos en 

la implementación y el incumplimiento de algunos 

compromisos estatales tuvieron consecuencias di-

ferenciadas y afectaron de manera particular a los 

hogares más vulnerables (Londoño, Marín & Vélez, 

2024). 
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Este balance muestra que haber reducido el PNIS 

a la implementación de uno de sus componentes, el 

PAI, no solo desvirtuó su concepción original, sino 

que alteró el orden de prioridades del programa. A 

esto se sumaron los rezagos en la implementación 

del propio PAI y de los componentes de la RRI, que li-

mitaron la capacidad del programa para alcanzar los 

resultados esperados. 

	

Avances del PNIS durante el 
Gobierno Petro 

En 2022, cuando inició el gobierno del presiden-

te Petro, solo el 1,5 % de las familias3 había recibido 

la totalidad del PAI. Según reportes recientes de la 

DSCI, en agosto de ese año el 3,37 % de las familias, 

que corresponde a 290 familias cultivadoras y no 

cultivadoras y a 3.052 personas recolectoras, había 

completado el PAI (Agenda de Renovación del Terri-

torio [ART], 2026a). 

El Gobierno Petro se comprometió a atender las 

obligaciones pendientes del PNIS, incorporándolas 

como compromisos tanto de la Política Nacional de 

Drogas 2023-2033 como del Plan Nacional de De-

sarrollo 2022-2026. En agosto de 2024 presentó 

una nueva ruta para avanzar en la atención de estas 

obligaciones, con el objetivo de “(…) cerrar la brecha 

de ejecución del PNIS, después de casi siete años de 

incumplimiento, y cumplirle a las más de 99.000 fa-

milias beneficiarias, a través de un enfoque territorial 

y asociativo, articulado con los procesos de transfor-

mación territorial” (Gobierno de Colombia, 2024; FIP, 

2024a).

Para ello, inició un proceso de “renegociación” de 

la deuda del Estado con las familias4, con el fin de fa-

cilitar su desembolso. Aunque los beneficiarios del 

PNIS esperaban recibir estos recursos en efectivo, 

aceptaron una transferencia única5 de $3.000.000 

por familia para el “alistamiento” y la formulación de 

un nuevo plan de inversión, que se materializó me-

diante la compra de materiales e insumos en un ban-

co de proveedores creado por la DSCI, que priorizó a 

las empresas locales. Según información oficial, esta 

renegociación buscó impulsar modelos asociativos 

y líneas productivas priorizadas, especialmente en 

transformación y comercialización (ART, 2026b). 

De acuerdo con el Informe de Cumplimiento del 

PNIS, presentado por la DSCI en julio de 2026, el 47 

% del total de familias vinculadas originalmente al 

programa (casi 47.000 familias) había culminado la 

atención prevista en el PAI como resultado del pro-

ceso de renegociación. Si se toma como referencia el 

dato más reciente de familias activas (ver Tabla No. 

1), estas representan el 59 % del total. La diferencia 

entre ambos porcentajes obedece a la reducción del 

número de familias activas como resultado de la de-

puración de la información, los retiros, las suspensio-

nes, los fallecimientos de los titulares y otras accio-

nes administrativas.

3	 Esta cifra es el resultado de análisis de información elaborado por la FIP a 
partir de respuestas a derechos de petición. La DSCI reportó en abril de 2024 
que solo 289 familias habían culminado el PAI, que correspondería al 0.3%.

4	 Resolución 0021 del 16 de julio de 2024.
5	 En 2024, el Gobierno implementó una medida extraordinaria de asistencia 

alimentaria para las familias activas del PNIS, en respuesta a la denominada 
“crisis de la coca”, la caída de los precios y periodicidad de la compra de coca, 
que inició en 2023. La DSCI destinó una transferencia única de $2.000.000 
por familia. Según el Informe al Congreso de 2024, esta segunda fase de 
asistencia alimentaria alcanzó a 75.838 familias de 55 municipios, con una 
inversión de $151.676 millones (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 
2024). 
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Tabla 1. Familias activas en el PNIS en 2022 y 2026

DEPARTAMENTO # FAMILIAS 
2022

# FAMILIAS 
julio 2026

MUNICIPIOS

Antioquia 11.554 8.589 Anorí, Briceño, Cáceres, Ituango, Tarazá

Arauca 486 428 Arauquita

Bolívar 2.755 2.575 Cantagallo, San Pablo, Santa Rosa del Sur

Caquetá 12.969 11.288 Belén de los Andaquíes, Cartagena del Chairá, Curillo, El Doncello, 
El Paujil, La Montañita, Puerto Rico, San José del Fragua, San 
Vicente del Caguán

Cauca 5.622 4.315 El Tambo, Jambaló, Miranda, Piamonte, Rosas

Córdoba 6.402 5.711 Montelíbano, Puerto Libertador, San José de Uré, Tierralta

Guainía 29 21 Inírida

Guaviare 7.200 5.109 Calamar, El Retorno, Miraflores, San José del Guaviare

Meta 9.681 7.823 La Macarena, Mapiripán, Mesetas, Puerto Concordia, Puerto Rico, 
Uribe, Vista Hermosa

Nariño 17.175 14.440 San Andrés de Tumaco, Ipiales

Norte de Santander 2.995 2.137 Sardinata, Tibú

Putumayo 20.348 15.673 Orito, Puerto Asís, Puerto Caicedo, Puerto Guzmán, Puerto 
Leguízamo, San Miguel, Valle del Guamuez, Villagarzón

Valle del Cauca 1.060 785 Bolívar, Dagua, El Dovio

Vichada 821 624 Cumaribo

14 departamentos 99.097 79.518 56 municipios

Fuente: Elaboración propia con base en informes oficiales de la DSCI (2026) y de la FIP (2022).

Tabla 2. Cumplimiento del PAI del PNIS hasta julio de 2026

Estado de las familias del PNIS Número de familias % de familias activas

Familias activas 79.518 100 %

Con planes de inversión firmados 66.614 83,8 %

─ Con PAI familiar culminado 46.689 58,7 %

─ Con PAI familiar aún no culminado 19.925 25,1 %

Sin plan de inversión firmado 12.904 16,2 %

Total que aún no culmina el PAI 32.829 41,3 %

Fuente: Elaboración propia con base en el Informe de Cumplimiento del PNIS (DSCI, 2026a).
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Como se observa en Gráfico No. 3, en 2022 los 

mayores rezagos en la implementación del PAI se 

concentraban en los proyectos productivos de ciclo 

corto y, aún más, en los de ciclo largo. Estos compo-

nentes debían contribuir a generar ingresos para las 

familias durante los dos años previstos para la eje-

cución del PAI y sentar las bases de su sostenibilidad 

económica. Como se explicó anteriormente, al cierre 

del Gobierno Duque solo el 3.5 % de las familias vin-

culadas al PNIS había implementado proyectos pro-

ductivos de ciclo largo. Con la renegociación, la DSCI 

reportó que, a julio de 2026, el 82 % de las familias 

había iniciado la ejecución de los nuevos planes de 

inversión.

Gráfico 3.  Avance comparado en los componentes del PAI en 2022 y 2025

Gráfico 3. Avance comparado en los componentes del PAI en 2022, 2025 y 2026

Porcentaje de avance 2022 2025 2026
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Fuente: Elaboración propia con base en informes oficiales de la DSCI (2026) y de la FIP (2022).

Dentro de estas cifras globales también se en-

cuentra la población recolectora, para la cual el di-

seño del PNIS contempló un tratamiento específico. 

A diferencia de las familias cultivadoras y no cultiva-

doras, que tenían previsto un paquete de proyectos 

productivos por $36.000.000, las personas reco-

lectoras recibirían asistencia alimentaria durante un 

año y opciones de empleo temporal mediante obras 

comunitarias y otras actividades vinculadas a la Re-

forma Rural Integral.

Según los datos reportados por la DSCI (ver Tabla 

No. 3), el 18 % de los 16.855 recolectores vinculados 

originalmente al PNIS había culminado la atención 

Fuente: Elaboración propia con base en informes oficiales de la DSCI (2026) y de la FIP (2022).
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en 2022. Durante la administración del presidente 

Petro, 8.361 recolectores se vincularon al proceso de 

renegociación y alrededor de la mitad habría culmi-

nado la atención prevista. Esta atención se desarrolló 

mediante dos modalidades: proyectos no agropecua-

rios orientados al fortalecimiento de unidades econó-

micas y actividades de labor comunitaria como alter-

nativa para la generación de ingresos.

Tabla 3. Avance de la atención del PNIS a la población recolectora

Inscritos Activos Atención finalizada 2022 Atendidos 2026 Atención finalizada Pendientes por atender

16.855 14.223 3.053 8.361 4.837 3.524

Como parte de los ajustes introducidos durante 

el Gobierno Petro, la DSCI creó rutas diferenciadas 

para atender situaciones particulares de los benefi-

ciarios. Una de ellas está dirigida a adultos mayores y 

personas con discapacidad y permite entregar el PAI 

en efectivo. Esta ruta también puede aplicarse a las 

personas cuya deuda pendiente con el PNIS no supe-

ra los $2.000.000.

El PNIS en Áreas de Especial 
Importancia Ambiental (AEIA) 
y territorios étnicos

Las familias vinculadas al PNIS también recibie-

ron un tratamiento distinto según las características 

territoriales y ambientales de las zonas donde se en-

contraban. Durante los primeros años de implemen-

tación, el programa diferenció a las familias ubicadas 

en Parques Nacionales Naturales (PNN), Zonas de 

Reserva Forestal (ZRF) y territorios étnicos. Poste-

riormente, durante el Gobierno Petro, la DSCI adoptó 

las Áreas de Especial Interés Ambiental (AEIA), una 

clasificación que incorporó diferentes tipos de deter-

minantes ambientales. De acuerdo con las AEIA, en 

2026 el 47 % de las familias beneficiarias se encon-

traba en áreas con determinantes ambientales, mien-

tras que el 11 % pertenecía a territorios étnicos.

Según el Informe de Empalme entre Gobiernos 

Nacionales, de agosto de 2026, uno de los objetivos 

de la DSCI entre 2022 y 2026 fue “orientar la inter-

vención hacia las zonas de mayor riqueza ambiental 

afectadas por cultivos de coca, integrando la ruta 

diferencial de Parques Nacionales Naturales en las 

zonas que lo requieran, la restauración ecológica 

de áreas degradadas, la bioeconomía, los Pagos por 

Servicios Ambientales (PSA) y los negocios verdes, 

de forma que el tránsito a economías lícitas contri-

buya simultáneamente a la conservación y recupe-

ración de la biodiversidad y del recurso hídrico” (De-

partamento Nacional de Planeación [DNP], 2026).

En 2022, el PNIS también presentaba rezagos en 

los 17 PNN donde habitaban o desarrollaban activi-

dades 3.212 familias vinculadas, similares a los ob-

servados a nivel nacional (ver Tabla No. 4). En par-

te, estos rezagos obedecían a las restricciones para 

desarrollar actividades productivas en estas áreas, 

que no fueron tenidas en cuenta en la planeación ini-

cial. Esto obligó a desarrollar sobre la marcha una 

hoja de ruta en articulación con Parques Nacionales 

Naturales de Colombia (PNNC) (FIP, 2022). Al final 

del Gobierno Duque, esta ruta apenas comenzaba a 

ejecutarse en el Parque Nacional Natural Alto Fragua 

Indi Wasi.

Fuente: Elaboración propia con base en el Informe de Cumplimiento del PNIS (DSCI, 2026a) y entrevistas a funcionarios de la DSCI.
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Tabla 4. Avance comparado del PNIS en PNN en 2022 y 2026

Parque Nacional 
Natural

Familias Pagos 
2022

Asist. 
técnica 
2022

Seg. 
aliment. 
2022

Proy. 
prod. 
2022

Proy. 
sosten. 
2022

Avance 
2026 
(%)

Reporte DSCI 2026

ALTO FRAGUA 
INDI-WASI

127 124 127 117 17 170 No hay información

CATATUMBO BARÍ 0 0 0 0 0 0 Recibieron 
componentes del PAI

CORDILLERA 
DE LOS 
PICACHOS

48 47 48 47 0 0 2% Pagos realizados

EL TUPARRO 11 9 11 7 0 0 Recibieron 
componentes del PAI

LA PAYA 95 86 94 82 82 0 Recibieron 
componentes del PAI

LOS FARALLONES 
DE CALI

143 142 143 140 24 24 4% Entregas completas

MUNCHIQUE 52 32 36 11 0 0 0.30% Entregas realizadas

NUKAK 11 11 11 11 0 0

PARAMILLO 1.219 1.172 1.194 1.162 322 181 27% Pagos realizados. Sin 
entregas.

PLANTAS 
MEDICINALES 
ORITO INGI ANDE

1 1 1 1 1 0 Recibieron 
componentes del PAI

SANQUIANGA 0 0 0 0 0 0 Recibieron 
componentes del PAI

SERRANÍA DEL 
CHIRIBIQUETE

20 15 20 15 3 0 Recibieron 
componentes del PAI

SERRANÍA DE LOS 
CHURUMBELOS

9 9 9 9 9 0 Recibieron 
componentes del PAI

SERRANÍA DE LOS 
YARIGUÍES

0 0 0 0 0 0 Recibieron componen-
tes del PAI

SIERRA DE LA 
MACARENA

988 943 986 764 499 487 40% Entregas en proceso

SIERRA NEVADA 
DE SANTA MARTA

0 0 0 0 0 0 Recibieron componen-
tes del PAI

TINIGUA 488 481 488 403 117 0 25% Entregas en proceso

TOTAL 3.212 3.072 3.168 2.769 1.074 862

Fuente: Elaboración propia con base en el Informe de Cumplimiento del PNIS (DSCI, 2026a).
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Tabla 5. Familias vinculadas al PNIS en PNN en julio de 2026

Parque Nacional Natural # de familias beneficiarias

Sierra de la Macarena 525

Tinigua 323

Paramillo 348

Farallones de Cali 53

Cordillera de los Picachos 29

Munchique 3

Total 1.281

Fuente: Elaboración propia a partir del Informe de Cumplimiento del PNIS (DSCI, 2026).

Durante la administración del presidente Pe-

tro, se reportó atención en seis de los 17 parques 

con presencia de familias vinculadas al PNIS (ver 

Tabla No. 5). Para estos casos, se diseñó una nue-

va ruta en el marco de la renegociación, orienta-

da al desarrollo de planes de inversión asociados 

a acuerdos de conservación. Estos acuerdos bus-

caban “disminuir la deforestación y la exploración 

intensiva y promover proyectos productivos soste-

nibles”. Sin embargo, la información disponible no 

permite determinar los resultados de estos planes 

en materia productiva ni en qué medida contribui-

rán a los objetivos de conservación de estas áreas 

protegidas.

Tampoco es posible establecer con precisión 

las razones de las variaciones en el número de fa-

milias beneficiarias del PNIS en los PNN. Según 

entrevistas realizadas por la FIP, estas variaciones 

responderían, por una parte, a los procesos de de-

puración de los registros del programa y, por otra, 

a que algunas familias están desarrollando sus 

planes de inversión fuera de los parques.

En el caso de las Zonas de Reserva Forestal 

(ZRF), en 2022 se reportaban 11.826 familias (ver 

Tabla No. 6). El avance del programa con este gru-

po enfrentó dificultades asociadas a la exigencia 

del Gobierno de suscribir los Contratos de Dere-

cho de Uso de Baldíos Inadjudicables (CDU) con la 

Agencia Nacional de Tierras (ANT). Esta medida 

se planteó para las ZRF de tipo A, B y C con el fin 

de regularizar el uso y ocupación de estos terre-

nos. Sin embargo, las comunidades no aceptaron 

la propuesta, al señalar vacíos jurídicos en los con-

tratos (Portal para la Paz, 2022). 

  La resistencia de las familias y la falta de con-

creción de estos contratos dieron lugar a una con-

troversia judicial. En la Sentencia T-146 de 2024, 

la Corte Constitucional determinó que, aunque los 

CDU constituían un instrumento jurídico válido 

para regular el uso y ocupación de estos terrenos, 

su suscripción no podía convertirse, sin la debida 

fundamentación e información, en una condición 

impuesta a las familias para acceder a los benefi-

cios del PNIS, dado que dicha exigencia no estaba 

expresamente prevista en los acuerdos de sustitu-

ción (2024a).
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Durante el Gobierno Petro, la DSCI avanzó en 

la atención a las familias y en la regularización del 

uso del suelo de manera paralela, en lugar de su-

peditar toda la atención a la celebración previa del 

contrato. Posteriormente, la estrategia se amplió 

hacia una ruta de atención para las familias ubi-

cadas en Áreas de Especial Interés Ambiental, que 

incluye las ZRF, los PNN y otras áreas con restric-

ciones ambientales. Según la DSCI, esta ruta busca 

determinar las condiciones ambientales y jurídicas 

de cada predio y ajustar los proyectos productivos 

a los usos permitidos, incorporando alternativas 

sostenibles y negocios verdes (ART, 2026a).

Como resultado de la ampliación de la estrate-

gia, la DSCI reportó en 2026 un total de 25.962 fa-

milias vinculadas al programa en las AEIA. De este 

universo, el 4 % se encontraba en PNN, el 25 % en 

ZRF y el 49 % en otras categorías de AEIA6 (ART, 

2026a). Esta nueva categorización adoptada por 

la DSCI, sin embargo, dificulta identificar cuántas 

familias ubicadas en ZRF permanecen activas en 

el PNIS y qué tanto han avanzado en la sustitución.

Tabla 6. Avance del PAI en las familias en ZRF en 2022

Departamento Familias 
vinculadas

Pagos recibidos Asistencia 
técnica

Seguridad 
alimentaria

Proyecto 
productivo

BOLÍVAR 2.689 2.672 2.669 2.620 2.384

CAQUETÁ 2.079 2.068 2.076 1.852 997

CAUCA 538 536 525 357 514

CÓRDOBA 1.543 1.535 1.524 1.513 958

GUAINÍA 11 11 11 10 0

GUAVIARE 2.446 2.383 2.368 2.094 936

META 34 34 34 33 5

NARIÑO 1.374 1.341 1.371 1.260 1.146

PUTUMAYO 642 635 641 619 618

VALLE DEL CAUCA 470 465 470 451 376

TOTAL 11.826 11.820 11.689 10.809 7.934

Fuente: Elaboración propia con base en FIP (2022).

6	 Estas otras AEIA incluyen Núcleos de Desarrollo Forestal (NDF), el Área de Manejo Especial de la Macarena (AMEM), Reservas Forestales Protectoras, Distritos Regio-
nales de Manejo Integrado (DRMI), Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas (POMCA) y Reservas de la Biosfera..
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Por otro lado, en 2022 se registraban 8.840 fa-

milias vinculadas al PNIS en resguardos indígenas 

de 42 municipios y 12.461 familias en consejos co-

munitarios de 20 municipios. Entre 2018 y 2022, el 

programa se implementó en un contexto de alta in-

certidumbre legal y administrativa, debido a las di-

ficultades para aplicar un modelo de proyectos pro-

ductivos individuales en territorios colectivos y a la 

ausencia de lineamientos técnicos con enfoque étni-

co (FIP, 2022). 

En la etapa inicial del programa se firmaron 

acuerdos colectivos con dos resguardos indígenas y 

cuatro consejos comunitarios, que sumaban 13.032 

familias. Sin embargo, otras 8.266 familias de terri-

torios colectivos se vincularon de manera individual. 

Por esa razón, solo hasta el 2022, a partir del avance 

en la georreferenciación de la ubicación de las fami-

lias del PNIS, se reportó un total de 21.299 familias 

en territorios colectivos (FIP, 2022). 

Al final del Gobierno Duque, en 2022, la DSCI con-

taba con una hoja de ruta para realizar acuerdos de 

sustitución con las comunidades en territorios étni-

cos, que se encontraba en proceso de concertación7. 

Este proceso continuó durante el Gobierno Petro y, en 

2025, la DSCI protocolizó los “Lineamientos y Ruta 

para la Implementación de modalidades de sustitu-

ción para el tránsito a economía lícitas en territorios 

colectivos bajo un enfoque étnico de mujer, género, 

familias y generación”. Según el Informe de Empal-

me entre Gobierno Nacionales, aunque la ruta aún 

no había sido concertada “se propiciaron espacios de 

participación en los que se definieron y concertaron 

los alcances de la sustitución en torno a iniciativas 

productivas acordes con sus sistemas organizativos 

y formas propias de gobierno” (DNP, 2026). 

No existe información oficial pública que permita 

conocer los avances en la implementación del PAI en 

estos territorios. De acuerdo con los informes oficia-

les de la DSCI publicados en 2026, 21.845 familias 

vinculadas al programa se encontraban allí (ver Grá-

fico No. 4).

 

Gráfico 4. Familias en territorios étnicos vinculadas al PNIS en 2026
Gráfico 4. Familias en territorios étnicos vinculados al PNIS en 2026

Resguardos indígenas
223 territorios de comunidades indígenas 8.837

Consejos comunitarios
69 territorios de comunidades negras 12.463

Autorreconocimiento étnico
Familias con autorreconocimiento étnico 545

TOTAL 21.845 familias

7	 La Corte Constitucional se pronunció en 2017 (Sentencia C-493) indicando que la consulta previa no era exigible para la expedición del marco general del PNIS, debido 
a que el diseño del programa no generaba, en abstracto, una afectación directa a la identidad étnica y cultural de las minorías. Posteriormente, la Sentencia SU-545 de 
2023 determinó que en la ejecución del programa se vulneraron los derechos fundamentales a la consulta previa y a la autonomía de las comunidades indígenas (como 
el pueblo Nasa) y afrodescendientes; esto ante la ausencia de un enfoque diferencial étnico para su vinculación y ruta de atención, el cual debió considerar los usos y 
costumbres tradicionales y sagrados relacionados con la hoja de coca.
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Enfoque de género

La participación de las mujeres fue incorporada 

en el Acuerdo de Paz como un componente trans-

versal. Según un informe de Dejusticia de 2023, el 

Punto 4 del Acuerdo —Solución al Problema de las 

Drogas Ilícitas— era el que registraba los mayores 

avances en materia de género, aunque estos seguían 

siendo limitados: apenas el 17 % de las medidas con 

este enfoque habían sido formalmente creadas y 

cumplidas en su totalidad. El informe señala, ade-

más, que la formalización del protocolo para incor-

porar el enfoque de género en el PNIS solo se produ-

jo en abril de 2021, varios años después de la puesta 

en marcha del programa (Grupo de Género en la Paz 

[GPAZ], 2023).

Según la DSCI, en 2026 “ los Protocolos de Gé-

nero cuentan con rutas de operativización incorpo-

radas en todas las fases de los programas junto con 

sus instrumentos internos (circulares y resolucio-

nes) que le otorgan obligatoriedad”, lo que ha per-

mitido que el enfoque de género adquiera un mayor 

grado de institucionalización y respaldo normativo 

en la estrategia de sustitución, favoreciendo su con-

tinuidad más allá del periodo de gobierno (DSCI, 

2026a).

De acuerdo con entrevistas realizadas a funcio-

narios de la DSCI, la participación de mujeres como 

titulares en los programas de sustitución aumentó 

un 35 %, hasta alcanzar 380 mujeres lideresas. Entre 

las medidas adoptadas se encuentran la implemen-

tación de espacios itinerantes de cuidado, la habi-

litación de “ventanillas violetas” para su atención y 

el desarrollo de una estrategia orientada a prevenir 

y erradicar las distintas formas de violencia contra 

ellas. Estas medidas no corresponden exclusiva-

mente al PNIS, sino que también hacen parte del 

programa RenHacemos, lo que muestra un esfuerzo 

institucional por incorporar el enfoque de género en 

la estrategia de sustitución de cultivos de uso ilícito.

Balance general

En conjunto, el balance muestra que el Gobier-

no Petro avanzó de manera significativa en saldar 

los compromisos individuales pendientes del PNIS. 

Sin embargo, estos avances no permiten afirmar 

que se haya saldado la deuda territorial derivada del 

Acuerdo de Paz, cuyo rezago responde al incumpli-

miento acumulado del programa a lo largo de sus 

nueve años de implementación y tres gobiernos.

Tampoco es posible determinar, con la informa-

ción oficial disponible, el impacto de las inversiones 

realizadas durante el Gobierno Petro en las condi-

ciones económicas de las familias beneficiarias y 

en las dinámicas productivas de los territorios. Esta 

limitación no es exclusiva de esta administración: 

desde su origen, el PNIS no contó con un sistema de 

seguimiento y evaluación que permitiera medir de 

manera consistente sus resultados e impactos. 

Los datos recopilados se concentran principal-

mente en indicadores de gestión —recursos ejecu-

tados, familias atendidas, proyectos formulados o 

implementados—, pero ofrecen poca evidencia so-

bre ingresos, sostenibilidad económica o sustitución 

efectiva de las actividades asociadas a los cultivos 

de uso ilícito. La ausencia de medición de resultados 

es, por tanto, una de las principales deudas de la po-

lítica de sustitución y una de las lecciones que deben 

orientar su futuro.

El nuevo gobierno deberá terminar de cumplir 

los compromisos adquiridos por el Estado con las 

familias vinculadas al PNIS, una obligación reite-

rada por la Corte Constitucional, particularmente 
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frente al PAI y los acuerdos colectivos. Sin embargo, 

más allá de estas obligaciones pendientes, el reto 

será capitalizar los avances alcanzados y sentar las 

bases de un proceso de transformación territorial. 

Los rezagos acumulados, la implementación incom-

pleta de los distintos componentes del programa y la 

limitada articulación con la Reforma Rural Integral 

reducen las posibilidades de que el PNIS desarrolle 

plenamente, a estas alturas, la concepción integral 

con la que fue diseñado.
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3. Balance del programa RenHacemos

RenHacemos fue creado formalmente en abril de 

20258 en el marco de la Política Nacional de Drogas 

2023–2033: Sembrando vida, desterramos el nar-

cotráfico, y en concordancia con el Plan Nacional de 

Desarrollo, que establece:

“La Dirección de Sustitución de Cultivos 

de Uso Ilícito, o quien haga sus veces, 

desarrollará programas de reconversión 

productiva e industrialización colectiva 

en los territorios con presencia de cultivos 

de coca, amapola y/o marihuana. Estos 

programas se formularán y ejecutarán en 

el marco de la política de Paz Total y de 

manera articulada con los lineamientos 

de la nueva política de drogas, tendrán 

enfoque diferencial, de género, territorial, 

participativo, descentralizado, y gradual, y 

se desarrollarán en el marco de la economía 

popular, el respeto ambiental y la sustitución 

voluntaria de estos cultivos”. 

El programa introdujo un enfoque distinto: cam-

biar el énfasis de una intervención centrada princi-

palmente en la sustitución y la atención individual 

de las familias hacia un modelo orientado a trans-

formar las economías territoriales que permiten la 

persistencia de los cultivos de uso ilícito. Esta visión, 

sin embargo, no es nueva. La transformación terri-

torial ha sido un objetivo de la política de drogas y 

se ha concretado, con distintos alcances, a través de 

sucesivos gobiernos, con un hito muy importante en 

el Acuerdo de Paz. 

Las principales diferencias conceptuales que in-

troduce RenHacemos se relacionan con tres asun-

tos:

Primero, el Gobierno del presidente Petro avanzó 

en el reconocimiento de las comunidades cocale-

ras, expresando de manera explícita su compromiso 

de “garantizar el goce efectivo de los derechos de 

las comunidades dependientes de la economía de-

rivada de los cultivos de uso ilícito” (DSCI, 2026b). 

Este reconocimiento ocupó un lugar relevante en la 

agenda pública del Gobierno, a través de sus discur-

sos y visitas a los territorios y de la importancia que 

otorgó al programa RenHacemos. 

Esta postura se enmarca en un cambio más am-

plio en la relación del Estado con las comunidades 

campesinas y étnicas, al reconocerlas no solo como 

población objeto de las políticas rurales, sino como 

sujetos de derechos y actores con capacidad para 

participar en su diseño. Esta orientación quedó ex-

presamente incorporada en el PND, que reconoció 

al campesinado como “sujeto de derechos y de es-

pecial protección constitucional” y estableció meca-

nismos de participación de las comunidades cam-

pesinas, indígenas y negras en el Sistema Nacional 

de Reforma Agraria (Congreso de Colombia, 2023).

Este cambio también se reflejó en la apertura de 

espacios de participación y concertación durante el 

proceso de construcción de la Política Nacional de 

Drogas 2023–2033. Sembrando vida, desterramos 

el narcotráfico, y en los procesos desarrollados para 

establecer los acuerdos de RenHacemos. La apuesta 

fue pasar de una política dirigida a las comunidades 

a una política construida con ellas, reconociendo 

sus derechos, sus condiciones territoriales y su ca-

pacidad de participación (Presidencia de la Repúbli-

ca, 2023b).

Esta postura se relaciona directamente con el se-

gundo asunto: el respaldo a la gradualidad, entendi-

da como la posibilidad de que el campesino no tenga 

8	 El programa RenHacemos se creó mediante la Resolución 076 del 9 de abril 
de 2025, expedida por la Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito 
(DSCI) de la Agencia de Renovación del Territorio (ART).
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que abandonar inmediatamente el cultivo de la coca 

para acceder a un acuerdo de sustitución, sino que 

pueda realizar una transición mientras se desarro-

lla una alternativa económica capaz de garantizar 

su subsistencia. Este planteamiento reconoce que 

la sustitución requiere condiciones económicas que 

permitan a las familias mantener sus ingresos y se-

guridad alimentaria durante la transición.

En diciembre de 2022, durante la primera “cum-

bre cocalera” del Gobierno Petro en El Tarra, Norte 

de Santander, el presidente planteó que un campe-

sino podía “seguir con la hoja de coca mientras fun-

cione el cultivo sustitutivo” (Presidencia de la Re-

pública, 2022). También señalo que, “uno no puede 

matar de hambre al campesino”, por lo que la susti-

tución debía ser gradual y estar acompañada de al-

ternativas productivas capaces de generar ingresos 

sostenibles (Presidencia de la República, 2024b).

Esta perspectiva también aparece en las pro-

puestas formuladas por la Convención Nacional 

Campesina de 2022 para el PND, que planteó que 

“ la sustitución de cultivos de uso ilícito y la transfor-

mación de las economías ilegalizadas a legalizadas 

debe realizarse de forma gradual, participativa y 

concertada con las comunidades campesinas y ét-

nicas”, y propuso explícitamente “ la gradualidad de 

la política de tratamiento de la producción con usos 

ilícitos” (Grupo Semillas, 2023). 

La gradualidad, por tanto, fue incorporada como 

principio en el PND y posteriormente se intentó 

implementar a nivel territorial. Sin embargo, no se 

desarrollaron las condiciones jurídicas específicas 

para hacerla compatible con el Código Penal, que 

prohíbe el cultivo y la conservación de coca, mari-

huana y amapola. Ante esta limitación, el Gobierno 

Petro tuvo que concertar con las comunidades un 

modelo de transición hacia economías lícitas que no 

implicara la aplicación plena de la gradualidad en 

los términos inicialmente planteados. 

En ese contexto, RenHacemos otorgó a las fami-

lias un período de transición para erradicar los cul-

tivos de coca después de haber recibido un primer 

pago, mientras que los programas anteriores lo con-

dicionaban a la erradicación. De esta manera, aun-

que el programa no pudo desarrollar plenamente la 

gradualidad, sí introdujo un compás de espera entre 

el inicio de la intervención estatal y la erradicación.

Es importante aclarar que la gradualidad no fue 

una propuesta exclusiva del Gobierno Petro. La evi-

dencia disponible muestra que ya constituía una 

reivindicación de comunidades campesinas y or-

ganizaciones vinculadas a los cultivos de uso ilíci-

to (Defensoría del Pueblo, 2023). Esta demanda fue 

retomada e incorporada en la política de drogas. 

También estuvo presente en las negociaciones del 

Acuerdo de Paz, por petición de las comunidades 

(Defensoría del Pueblo, 2023), pero no fue aceptada 

por el Gobierno Santos.  

Un tercer asunto que marca una diferencia rele-

vante entre RenHacemos y los programas anterio-

res de sustitución es el énfasis explícito en la inter-
vención sobre el conjunto de la cadena de valor de 
la economía de la coca. El programa no se limita a 

promover una actividad productiva alternativa, sino 

que busca intervenir los distintos eslabones de esta 

economía —producción, transformación, distribu-

ción, logística, transporte, comercialización y acce-

so a mercados— para generar un circuito capaz de 

sustituir integralmente las actividades asociadas a 

los cultivos de uso ilícito (DSCI, 2026b; ART, 2025).

Si bien el PNIS y los programas anteriores de de-

sarrollo alternativo también contemplaban proyec-

tos productivos e incluían actividades de transfor-

mación, servicios y comercialización, RenHacemos 
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incorpora el encadenamiento productivo como un 

componente explícito de la intervención. La apues-

ta del programa es que intervenir simultáneamente 

esos eslabones permita incrementar la producti-

vidad, agregar valor, reducir pérdidas y mejorar la 

inserción en el mercado, de manera que el ingreso 

del productor pueda sostenerse en el tiempo (DSCI, 

2026b). Esta diferencia conceptual, sin embargo, 

solo podrá comprobarse en la práctica a medida que 

avance su implementación. 

Más allá de estos tres asuntos, el modelo de tran-

sición hacia economías lícitas propuesto por Ren-

Hacemos no presenta diferencias sustantivas en su 

modelo de atención frente al PNIS ni frente a otros 

programas de sustitución implementados anterior-

mente (ver comparación del diseño de los progra-

mas PNIS y RenHacemos en el Anexo No. 2).

El enfoque territorial es otro de los asuntos deter-

minantes. Las lecciones aprendidas del desarrollo 

alternativo resaltan la importancia de intervenir los 

territorios de manera integral para lograr el com-

promiso y el control social colectivo que permitan 

mantenerlos sin cultivos de uso ilícito. Esto contras-

ta con los acuerdos individuales, que han generado 

incentivos perversos y desconfianza por los incum-

plimientos de otros programas, limitando la sosteni-

bilidad de los resultados. Superar esta lógica implica 

diseñar estrategias acordes con las características 

y realidades específicas de cada territorio focaliza-

do (FIP, 2026). 

RenHacemos se diseña y se presenta institucio-

nalmente como un programa con enfoque territo-

rial. La propia DSCI señala que, con este programa, 

“se pasó de un modelo centrado en la atención indi-

vidual a un modelo con enfoque territorial, que per-

mite comprender y atender las condiciones que han 

facilitado la persistencia del fenómeno por décadas” 

(DSCI, 2026b). 

De acuerdo con la entidad, este enfoque se sus-

tenta en metodologías de caracterización, carto-

grafía social, diálogo comunitario y verificación 

geoespacial, orientadas a construir intervenciones 

acordes con las particularidades de cada territorio. 

Estas herramientas permitirían identificar corre-

dores estratégicos, núcleos con alta concentración 

de cultivos de uso ilícito y zonas en las que la sus-

titución debe articularse con acciones de seguri-

dad, justicia, ordenamiento territorial y ambiental, 

formalización de la propiedad, provisión de bienes 

públicos rurales y fortalecimiento de la presencia 

estatal (DSCI, 2026b). 

Sin embargo, más allá de esta definición y de los 

instrumentos previstos para la focalización, es ne-

cesario preguntarse hasta qué punto estos instru-

mentos se tradujeron en una aplicación efectiva del 

enfoque territorial. El seguimiento a la implementa-

ción de RenHacemos muestra que, al igual que en 

otros programas de sustitución, la intervención no 

se concretó en unidades territoriales espacialmente 

integradas, sino en la atención de familias geográfi-

camente dispersas dentro de las zonas focalizadas. 

Tampoco se identifica una estrategia institucio-

nal clara para cada núcleo territorial que permita 

actuar de manera articulada sobre las condiciones 

que explican la consolidación de la economía de la 

coca. El énfasis del programa está en desarrollar 

proyectos productivos articulados a cadenas de va-

lor para generar ingresos lícitos. Esto es fundamen-

tal para la sostenibilidad de la sustitución, pero por 

sí solo no garantiza que estos procesos productivos 

se mantengan en el tiempo.
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La focalización de los 
territorios en RenHacemos

Según documentos oficiales de la DSCI, inicial-

mente se identificaron Núcleos Veredales Territo-

riales con base en los siguientes criterios de focali-

zación: cantidad y concentración de los cultivos de 

coca9, zonas de importancia ambiental con cultivos 

de coca, viabilidad de la intervención en función de 

las condiciones de seguridad y acceso al territorio, 

existencia de alternativas productivas y nivel de re-

lacionamiento con las comunidades. A estos criterios 

se sumaron las obligaciones derivadas de pronuncia-

mientos de la Corte Constitucional, relacionadas con 

la atención de familias inscritas en acuerdos colecti-

vos del PNIS y de familias suspendidas que no fueron 

efectivamente incorporadas a este programa. Para 

cumplir con estos fallos, la DSCI optó por focalizar 

RenHacemos en algunos territorios. 

En los núcleos preseleccionados, la DSCI desarro-

lló diálogos exploratorios con las comunidades para 

validar la voluntad de sustitución y concertar los mo-

delos de intervención, con participación de líderes 

comunales, autoridades étnicas, asociaciones pro-

ductivas y entidades locales (DSCI, 2026b).  A partir 

de estos diálogos, el programa inició la vinculación 

de las familias interesadas mediante la suscripción 

de acuerdos individuales.  

Aunque la vinculación formal se realiza con 

acuerdos individuales, RenHacemos incorporó una 

dimensión colectiva de dos niveles. En primer lugar, 

los acuerdos se construyen en el marco de procesos 

de concertación territorial con consejos comunita-

rios, resguardos indígenas, organizaciones comuni-

tarias, juntas de acción comunal y otras formas de 

organización presentes en los territorios. En estos 

espacios colectivos se define la participación en el 

programa y los modelos de intervención. 

En segundo lugar, el programa plantea la asocia-

tividad como un mecanismo para la sostenibilidad 

económica de las alternativas productivas. Para ello, 

busca fortalecer procesos que permitan generar eco-

nomías de escala, mejorar la capacidad de negocia-

ción de los productores, facilitar la transformación y 

reducir los costos asociados a la comercialización. 

Esta dimensión asociativa se articula con la estrate-

gia de encadenamiento productivo y el acceso a mer-

cados, a través de los cuales se busca establecer vín-

culos comerciales concretos entre las organizaciones 

productivas y sus potenciales compradores. De esta 

manera, la producción alternativa no se limita al es-

tablecimiento de un nuevo cultivo, sino que puede in-

tegrarse a circuitos económicos lícitos y sostenibles 

(DSCI, 2026b).

Aunque la dimensión colectiva no es nueva en 

el desarrollo alternativo en Colombia, RenHacemos 

profundiza este enfoque al incorporarlo en la propia 

arquitectura del programa, mediante la articulación 

de la concertación territorial, la asociatividad, el 

encadenamiento productivo y el acceso colectivo a 

mercados. Sin embargo, este componente no logró 

traducirse plenamente en un modelo de intervención 

territorial. La vinculación de las familias y el desa-

rrollo de procesos colectivos constituyen un avance 

frente a intervenciones exclusivamente individuales, 

pero en la práctica la inscripción de los beneficiarios 

no se concretó en unidades geográficas que permi-

tieran definir objetivos específicos para la transfor-

mación territorial.

9	 El programa RenHacemos, al igual que el PNIS, focalizó su intervención ex-
clusivamente en territorios con cultivos de coca y no incluyó aquellos con 
cultivos de marihuana o amapola. Esto se explica, en parte, porque Colombia 
cuenta con un sistema de monitoreo consolidado y reconocido institucional-
mente para los cultivos de coca, mientras que no ha desarrollado sistemas 
equivalentes para identificar y monitorear de manera sistemática los otros 
cultivos de uso ilícito.
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En general, las familias o los predios se atienden 

de manera fragmentada, incluso dentro de territorios 

donde otros hogares no hacen parte del programa. 

El resultado es una intervención que puede generar 

beneficios para las familias vinculadas y sus colec-

tivos, pero que no necesariamente transforma las 

dinámicas económicas y territoriales asociadas a los 

cultivos de uso ilícitos cuando las fincas vecinas con-

tinúan vinculadas a la economía de la coca.

No es claro si el diseño del programa contempló 

desde el inicio la focalización de unidades geográfi-

cas continuas con presencia de cultivos de coca. Es 

posible que los procesos de concertación desarrolla-

dos en los territorios hayan llevado a una focalización 

distinta de la inicialmente prevista o, que, como ocu-

rrió con otros programas de desarrollo alternativo en 

el pasado, decisiones tomadas por razones políticas 

o coyunturales hayan terminado definiendo la focali-

zación durante la implementación. 

Con la información disponible no es posible es-

tablecer con exactitud qué factores determinaron la 

focalización en la práctica. Sin embargo, los elemen-

tos que pueden identificarse sugieren una fuerte in-

fluencia de la coyuntura política en la selección de los 

territorios.

Al menos tres factores permiten observar esta 

relación. El primero corresponde a las comunidades 

con las que se habían alcanzado acuerdos en Arge-

lia en el Cauca y Cumaribo en Vichada, en el marco 

del Programa de Sustitución y Erradicación Integral 

(PSEI)10, una iniciativa del Gobierno Petro que final-

mente no llegó a formalizarse como programa. El 

segundo es la crisis de orden público y humanitaria 

registrada en el Catatumbo. El tercero corresponde 

a los territorios vinculados a las mesas y procesos de 

negociación desarrollados en el marco de la políti-

ca de Paz Total en Nariño, Putumayo y Chocó. Esta 

relación también se observa al revisar la ubicación 

geográfica de las intervenciones del programa (ver 

Mapa 1).

En conjunto, estos antecedentes muestran que la 

focalización territorial estuvo determinada no solo 

por criterios técnicos y estratégicos, sino también 

por compromisos institucionales previamente adqui-

ridos, situaciones territoriales sobrevinientes y pro-

cesos políticos y de concertación. 

Así, a pesar de que RenHacemos incorporó cri-

terios específicos y estratégicos para seleccionar 

los territorios y una dimensión colectiva basada en 

instancias de concertación comunitaria, estos com-

ponentes no necesariamente se tradujeron en un 

modelo territorial de intervención. El programa logró 

adaptar los esquemas de intervención y las alternati-

vas productivas a las particularidades de cada núcleo 

veredal, pero no consolidó estas unidades geográfi-

cas como espacios para desplegar una estrategia in-

tegral que transformara el territorio. En ausencia de 

mecanismos que articulen los acuerdos individuales 

dentro de una estrategia territorial común —con obje-

tivos colectivos, escala de intervención, coordinación 

institucional y apuestas productivas compartidas—, 

los avances productivos y comerciales de RenHace-

mos pueden verse comprometidos en el largo plazo.

10	 Resolución 3 de 2024..
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Mapa 1. Cobertura geográfica programas PNIS y RenHacemos

CONVENCIONES

Municipios con familias PNIS

Municipios con familias RenHacemos

Cultivos de coca, 2024

Departamentos

Municipios

Fuente: Elaboración propia.
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La Paz Total como factor 
determinante en la focalización 
de RenHacemos

Durante el Gobierno Petro, RenHacemos se arti-

culó, en algunos territorios, con los procesos de diá-

logo adelantados con organizaciones armadas en el 

marco de la estrategia de Paz Total. Esta articulación 

buscó aprovechar las negociaciones como una opor-

tunidad para facilitar procesos de sustitución vo-

luntaria, transición hacia economías lícitas y trans-

formación territorial en zonas donde estos grupos 

ejercían control. La propia DSCI incorporó el vínculo 

con las mesas de paz como una de las características 

de los territorios focalizados (DSCI, 2026b).

La articulación entre Paz Total y RenHacemos 

tuvo una expresión particularmente clara en Nariño 

y Putumayo. El 30 de junio de 2025, el Gobierno Pe-

tro y la Coordinadora Nacional Ejército Bolivariano 

(CNEB) suscribieron el Acuerdo No. 11, denominado 

Renacemos por la paz y las transformaciones terri-

toriales de Nariño y Putumayo, que incluyó compro-

misos concretos en materia de sustitución como la 

delimitación de polígonos, la determinación de las 

hectáreas objeto de sustitución, los compromisos de 

reducción de cultivos y la posterior suscripción de 

acuerdos de sustitución con las comunidades (Con-

sejería Comisionada de Paz, 2025a). La DSCI señala 

que con la CNEB se acordó la sustitución de 15.000 

hectáreas de cultivos de uso ilícito en Putumayo. 

En Nariño, RenHacemos se articuló con la Mesa de 

Co-construcción de Paz Territorial y con los diálogos 

desarrollados con Comuneros del Sur (DSCI, 2026b). 

Una dinámica similar se presentó en el proceso de 

diálogo con el autodenominado Ejército Gaitanista 

de Colombia (EGC). En septiembre de 2025, el Go-

bierno y el EGC acordaron una fase de construcción 

de confianza en cinco municipios: Mutatá, en Antio-

quia, y Acandí, Unguía, Belén de Bajirá y Riosucio, en 

Chocó. Entre los compromisos se incluyó la puesta en 

marcha de un piloto de sustitución de cultivos (Con-

sejería Comisionada de Paz, 2025c), que comenzó a 

implementarse en Riosucio.

La incorporación de la sustitución a los procesos 

de Paz Total no fue accidental. La Directiva Presiden-

cial 08 de 2024 estableció expresamente la necesi-

dad de articular la sustitución y la Política Nacional 

de Drogas con las estrategias de transformación te-

rritorial y construcción de paz (Presidencia de la Re-

pública, 2024; DSCI, 2026). Con ello, la sustitución 

pasó a concebirse no solo como un componente de 

la política de drogas, sino como parte de una inter-

vención estatal más amplia, basada en la articulación 

interinstitucional, la participación comunitaria y la 

transformación de las condiciones económicas y so-

ciales de los territorios. Este marco institucional per-

mitió que, en determinados territorios, los diálogos 

con organizaciones armadas incorporaran compro-

misos relacionados con la sustitución y la transfor-

mación territorial.

Esta articulación plantea una tensión relevante 

para el nuevo gobierno: la consolidación de los pro-

cesos productivos de RenHacemos no puede que-

dar supeditada a las negociaciones de la Paz Total. 

Esto implicaría incumplir a las familias inscritas en 

RenHacemos en Nariño, Putumayo y Chocó, y, segu-

ramente la culminación del programa, teniendo en 

cuenta que estas representan el 70 % del total de fa-

milias vinculadas.

Esta experiencia también plantea una conside-

ración más amplia sobre la relación entre política de 

drogas, construcción de paz y gobernanza territorial. 

Acordar políticas públicas con grupos armados que 

continúan ejerciendo control territorial puede gene-

rar riesgos para la autonomía de las comunidades y 

para la relación directa entre el Estado y los ciuda-
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danos. La participación de estos actores en procesos 

de transformación territorial no debería convertirlos 

en intermediarios de la acción estatal ni implicar, de 

manera explícita o implícita, la delegación de funcio-

nes que corresponden al Estado. Las transformacio-

nes territoriales deben contribuir a sustituir las for-

mas de gobernanza criminal y fortalecer la presencia 

institucional, en lugar de consolidarlas o legitimarlas. 

Este modelo de atención se estructura alrededor de 

tres componentes principales (ver Gráfico No. 5):

Gráfico 5.  Modelo de atención del programa RenHacemos
MODELO DE ATENCIÓN

RenHacemos
De la sustitución de ingresos a economías lícitas sostenibles

01

02

03

04

Acuerdo voluntario
Acuerdo concertado con las familias y el territorio.

Sustitución de ingresos

Primer pago Desvinculación
del cultivo

Siguientes pagos

Sustitución de economías
Desarrollo del proyecto productivo y asistencia técnica integral

Fortalecimiento
organizativo

Transformación
y comercialización

Acceso a
mercados

Consolidación de
cadenas de valor

lícitas

Bienes complementarios

Infraestructura Educación Salud Acceso a tierras Otros

RESULTADO ESPERADO

Consolidación de economías lícitas
sostenibles en el territorio

Fuente: modelo de atención RenHacemos suministrado para el informe.

Fuente: Elaboración propia con base en el Informe de gestión 2025 de la DSCI (2026b).

Modelo de atención de RenHacemos 
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El primer componente es la “sustitución de ingre-

sos”, mediante pagos a las familias vinculadas al pro-

grama. Estos recursos buscan compensar temporal-

mente los ingresos de la coca mientras se desarrollan 

los proyectos productivos. Los montos, el número de 

pagos y las condiciones de estos apoyos relaciona-

dos con la erradicación de los cultivos de uso ilícito 

varían entre territorios (ver Tabla No. 7). Estas di-

ferencias responden a los procesos de concertación 

con las comunidades y a las particularidades de cada 

contexto, entre ellas, la extensión del área cultivada 

con coca por familia. Los pagos se realizan de ma-

nera secuencial y progresiva durante los 12 meses de 

implementación del programa y están condiciona-

dos, principalmente, al cumplimiento de la erradica-

ción, la siembra y el mantenimiento del cultivo.

Departamento Área de coca 
considerada por 
beneficiario

Monto total por 
beneficiario

Número de pagos Observaciones

Antioquia 0,5–5 ha $12 millones 3 o 4 pagos Montos y número de pagos 
diferenciados según área de 
coca

Cauca No se diferencia para 
establecer los pagos

$8,7 millones 12 pagos

Chocó – Río Sucio No se diferencia para 
establecer los pagos

$14,2 millones 1 pago inicial + 
8 pagos bimen-
suales + 6 pagos 
bimensuales

Incluye pagos por Pagos por 
Servicios Ambientales (PSA)

Chocó – Belén de 
Bajirá

0,5–4,56 ha $8–25 millones 3 pagos Monto diferenciados según 
área con coca

Nariño – región Abades 0,5–3 ha $6–24 millones 4 pagos Montos diferenciados según 
área con coca

Nariño - Tumaco – 
Modelo general

1–3 ha $20–51,75 millones 4 pagos Montos diferenciados según 
área con coca

Nariño - Tumaco – 
Modelo CC Alto Mira y 
Frontera y ASOMINA

1–5 ha $17,3–65,05 
millones

12 pagos Montos diferenciados según 
área con coca

Nariño - Roberto Payán No se diferencia para 
establecer los pagos

$12 millones 4 pagos

Norte de Santander $15,36 millones 12 pagos

Putumayo 1-3 ha $22.5–53,5 millones 
 
$11–27 millones 
para proyecto con 
Sacha Inchi

Entre 3 y 6 pagos Número de pagos diferente 
por municipio 
 
Montos diferenciados según 
área con coca

Vichada En Vichada no hay pagos directos a las familias.

Tabla 7.  Modalidades de pagos directos en el programa RenHacemos

Fuente: Elaboración propia con base en informes oficiales de la DSCI (2026) e información recopilada en trabajo de campo de la FIP.
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El segundo componente es la “sustitución de eco-

nomías”, que comprende el establecimiento de la pro-

ducción lícita y su comercialización. En términos de 

la DSCI, su objetivo es reemplazar el circuito econó-

mico asociado a los cultivos de uso ilícito en todas 

sus etapas, desde el establecimiento hasta la comer-

cialización.

Para ello, incluye la entrega de insumos, herra-

mientas y material vegetal para el establecimien-

to del cultivo, así como asistencia técnica. También 

contempla el fortalecimiento organizativo y gestio-

nes orientadas a la transformación y comercializa-

ción de los productos. 

El tercer componente corresponde a los “bienes 

complementarios” para impulsar la sostenibilidad de 

las actividades económicas lícitas. La DSCI reporta 

gestiones con otras entidades del gobierno para pro-

mover, principalmente, el desarrollo de infraestruc-

tura productiva y vial, el acceso a tierras, la educa-

ción y la vivienda. Además, la DSCI ha invertido más 

de $90.000 millones en Nariño, Cauca y Norte de 

Santander en tramos viales, maquinaria amarilla e 

infraestructura para el almacenamiento y la trans-

formación de productos. 

También se han desarrollado alianzas con el sec-

tor privado para conectar la producción de las fami-

lias vinculadas a procesos de sustitución con mer-

cados nacionales. En 2024, el Gobierno nacional y 

el Grupo Éxito lanzaron la estrategia “De la tierra a 

tus manos”, para facilitar la comercialización directa 

de productos agrícolas. La alianza contempló inicial-

mente el compromiso del Grupo Éxito de comprar 

hasta 400.000 kilos mensuales de productos de es-

tas comunidades (Ministerio de Comercio, Industria 

y Turismo, 2024). Posteriormente, la iniciativa avan-

zó hacia acuerdos concretos de comercialización con 

organizaciones de productores (La República, 2025; 

Grupo Éxito, 2025).

Más recientemente, la DSCI impulsó una estrate-

gia de comercialización internacional bajo la marca 

“Peace Flavours”, orientada a conectar los productos 

de familias que han sustituido cultivos de coca con 

consumidores y mercados, tanto nacionales como 

internacionales. Un primer hito de esta estrategia 

tuvo lugar en abril de 2026, cuando Colombia y Bél-

gica suscribieron una declaración de intención para 

apoyar la transición hacia economías legales. En ese 

contexto, se presentaron en ese país los productos 

“Peace Chocolat” y “Peace Coffee”, elaborados con 

cacao de Nariño y Putumayo y café de Argelia, Cauca 

(MiPutumayo, 2026). 

Posteriormente, la iniciativa se articuló con la 

alianza “Sabores de Paz”, promovida por la DSCI, la 

Compañía Nacional de Chocolates y organizaciones 

de productores. Esta alianza busca fortalecer la ca-

dena productiva del cacao mediante la provisión de 

material vegetal, incentivos a la comercialización y 

acompañamiento técnico y comercial. Como parte 

de este trabajo conjunto, se prevé incorporar el sello 

“Peace Flavours” en productos elaborados con ca-

cao proveniente de familias vinculadas a procesos 

de sustitución voluntaria, para que los consumidores 

puedan identificar su origen y su aporte a la transi-

ción hacia economías legales (Canal Trece, 2026).

Estos componentes se articulan en una secuencia 

de intervención (ver Gráfico No. 5) que, de acuerdo 

con el diseño del programa, debe desarrollarse du-

rante un año y contribuir a su objetivo central: tran-

sitar hacia economías sostenibles. A partir de este 

diseño y de información oficial, la teoría de cambio 

de RenHacemos puede resumirse así:
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En materia de seguimiento al cumplimiento de los 

objetivos, el programa contempla indicadores cen-

trados en las metas operativas de corto plazo. Por 

ejemplo, que el 100 % de las familias vinculadas haya 

recibido al menos un pago y que el 80 % cuente con 

un plan de asistencia técnica formulado en 2026. Sin 

embargo, no se identifican metas de mediano plazo 

relacionadas con la generación de ingresos sosteni-

bles, la rentabilidad y sostenibilidad de las activida-

des lícitas, el acceso estable a mercados, la reducción 

de la dependencia económica de la coca o la sosteni-

bilidad de las organizaciones productivas. 

Aunque el programa plantea como propósito el 

tránsito sostenible hacia economías lícitas, no se evi-

dencian indicadores que permitan establecer cuándo 

una familia ha completado esa transición ni cómo ve-

rificar que efectivamente la haya alcanzado. 

Esto genera una asimetría entre el diseño de la 

intervención y la definición de sus resultados espe-

rados. Se sabe qué debe hacer la DSCI y qué bienes, 

servicios o apoyos debe recibir una familia, pero no 

hay claridad sobre la transformación económica y 

social que debería producirse al final de la interven-

ción ni sobre los criterios para determinar si efectiva-

mente se produjo. Esta distinción es particularmente 

relevante porque el objetivo último del programa no 

es la entrega de pagos, insumos o asistencia técnica, 

sino lograr una transición sostenible hacia econo-

mías lícitas.

Avances en la implementación 
del programa

RenHacemos no estableció en su diseño una meta 

de familias o de Núcleos Veredales Territoriales por 

incorporar durante 2025 y 2026.  Aun así, de acuer-

do con documentos oficiales, el Gobierno Petro cerró 

con algo más de 45.000 familias inscritas, distribui-

das en 26 municipios de siete departamentos (ver Ta-

bla No. 8). 

De este universo, el 71 % había sido aprobado y 

avanzaba en la implementación. La aprobación co-

rresponde al proceso de verificación al que son some-

tidas las familias una vez se registran en el programa. 

Esta revisión busca establecer, entre otros aspectos, 

que la familia cumpla con los criterios definidos por 

la DSCI, como que la extensión del cultivo de coca se 

encuentre dentro de los rangos establecidos y que no 

haya sido previamente vinculada al PNIS. No es claro 

si las inscripciones continúan abiertas ni si se cerra-

ron en agosto, con el cambio de gobierno.

Hacia economías lícitas

01

Dependencia
económica

de los cultivos de uso
ilícito

02

Acuerdo voluntario
de sustitución

y desvinculación del
cultivo

03

Sustitución temporal
del ingreso

04

Proyecto productivo
+ asistencia técnica

05

Fortalecimiento
organizativo y

asociativo

06

Transformación,
logística

y comercialización

07

Acceso a mercados
y generación de
ingresos lícitos

08

Mejora de las
condiciones
territoriales

mediante bienes
complementarios

09

Consolidación de
cadenas de valor

lícitas

10

Reducción sostenible
de la dependencia
de las economías

ilícitas

Teoría de cambio de RenHacemos
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Tabla 8. Familias en el programa RenHacemos durante el Gobierno Petro

Departamento Municipio Familias inscritas Familias aprobadas Familias en 
implementación

Área de coca 
(ha)

Antioquia Ituango 407 367 354 404,02

Cauca Argelia 1.367 799 788 799,00

Piamonte 659 564 392 1.108,79

Chocó Riosucio 256 235 232 312,83

Belén de Bajirá 647 600 589 744,27

Nariño Tumaco 12.726 8.602 7.085 9.026,87

Roberto Payán 3.353 3.006 2.876 3.599,82

Ricaurte 471 403 388 400,89

Samaniego 676 343 325 330,45

Cumbal 264 193 — 162,69

Norte de 
Santander

Tibú 3.469 2.561 2.513 3.576,92

Sardinata 2.137 1.711 1.659 2.138,73

Convención 1.657 1.315 1.202 1.732,76

Teorama 1.307 807 748 919,72

El Tarra 259 154 166 207,39

San Calixto 1.639 1.207 1.117 1.424,98

El Carmen 447 187 117 263,47

Hacarí 718 393 305 504,01

Putumayo Valle del Guamuez 1.996 1.352 1.216 2.129,31

Villagarzón 1.018 768 676 1.388,75

San Miguel 1.385 676 761 1.222,33

Puerto Asís 3.153 2.270 2.276 4.327,99

Puerto Caicedo 1.196 956 854 1.804,24

Puerto Guzmán 1.213 855 786 1.582,85

Orito 2.835 1.757 1.517 2.860,92

Vichada Cumaribo 41 40 — 74,64

TOTAL 45.296 32.121 28.944 43.048,64

Fuente: Elaboración propia a partir del Informe de Empalme entre Gobiernos Nacionales del DNP (2026).
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En cuanto a los distintos componentes, la informa-

ción disponible no permite conocer con detalle el es-

tado de su implementación. A junio de 2026, la DSCI 

reportaba que el 90 % de las familias aprobadas había 

recibido su primer pago. Asimismo, según entrevis-

tas realizadas por la FIP a funcionarios de la entidad 

y a beneficiarios, el presupuesto del programa estaba 

comprometido para cubrir los pagos correspondien-

tes a todas las familias aprobadas durante el 2026.

Frente al componente de “sustitución de econo-

mías”, una cuarta parte de las familias que se encon-

traban en la etapa de implementación en junio 2026 

ya había recibido su primera entrega, que podía co-

rresponder al material vegetal para establecer el 

proyecto productivo, a las herramientas necesarias 

para hacerlo o a ambos. De acuerdo con estos datos, 

el avance de este componente sería del 13 % (ver Ta-

bla No. 9). 

Tabla 9. Avance del componente de sustitución de economías a junio 2026

Familias en 
implementación

Entrega 1 Avance % Entrega 2 Avance % Entrega 3 Avance %

28.944 7.657 29% 1.983 7% 491 2%

Fuente: Elaboración propia a partir del Informe de Empalme entre Gobiernos Nacionales del DNP (2026).

Como aproximación al área susceptible de erra-

dicación en el marco de RenHacemos, se estima que 

las 45.296 familias inscritas podrían estar asocia-

das a unas 60.000 hectáreas de coca. Esta estima-

ción parte del supuesto de que las familias vincula-

das al programa tienen en promedio 1,36 hectáreas 

de coca, relación calculada a partir del número de 

familias inscritas y de la línea base del área cultiva-

da por estas.

Aunque no se conoce una meta oficial de erradi-

cación para RenHacemos, durante la administración 

del presidente Petro se realizaron distintos anuncios 

que fueron modificando y precisando el alcance de 

la reducción de cultivos de coca.

Primero, en 2023, la Política Nacional de Dro-

gas 2023–2033 estableció como objetivo reducir en 

90.000 hectáreas los cultivos de coca para 2026, 

mediante la erradicación voluntaria de 69.000 hec-

táreas y la erradicación forzosa de otras 23.000 

(Presidencia de la República de Colombia, 2023a). 

Después, en marzo de 2025, en el marco del Plan 

Catatumbo, el Gobierno anunció una meta específi-

ca de 25.000 hectáreas de erradicación voluntaria 

en esa región (Caracol Radio, 2025). 

En el marco de las negociaciones de paz con la 

Coordinadora Nacional Ejército Bolivariano (CNEB), 

también se estableció el compromiso de sustituir 

voluntariamente 30.000 hectáreas: 15.000 en Na-

riño y 15.000 en Putumayo (Consejería Comisiona-

da de Paz, 2025b). En julio de 2025, el Gobierno fijó 

una meta nacional de 30.000 hectáreas erradicadas 

para ese año, que combinaba sustitución voluntaria 

y erradicación forzosa (Ministerio de Relaciones 

Exteriores, 2025). 

Esta redefinición de las metas se produjo en un 

contexto de creciente presión de Estados Unidos 

sobre la política antidrogas colombiana. El 15 de 

septiembre de 2025, el Gobierno estadouniden-

se descertificó a Colombia al considerar que había 

“fallado demostrablemente” en sus esfuerzos para 
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cumplir con sus obligaciones de control de drogas 

(The White House, 2025), decisión que el Gobierno 

colombiano rechazó públicamente (Noticias Cara-

col, 2025). 

Para 2026, el compromiso de sustituir 30.000 

hectáreas en Nariño y Putumayo continuaba vigen-

te y fue incorporado en el marco normativo aso-

ciado a los acuerdos de la mesa de diálogos con la 

CNEB (RTVC, 2026). Durante el primer semestre de 

2026 se habían erradicado casi 1.300 hectáreas en 

Nariño y cerca de 6.500 en Putumayo. 

En julio de 2026, medios de comunicación repor-

taron que la UNODC había verificado 15.000 hectá-

reas de sustitución voluntaria de cultivos de coca, 

principalmente en Putumayo, Nariño, Norte de San-

tander, Cauca, Chocó, Antioquia y Vichada (Cifuen-

tes Quintero, 2026).

En balance, RenHacemos incorpora elementos 

relevantes como el enfoque territorial, mecanis-

mos de participación comunitaria y procesos para 

la construcción de confianza con las comunidades. 

Además, la DSCI ha logrado avances significativos 

en la implementación del modelo de atención y, pese 

a algunas demoras, ha mantenido una secuencia de 

intervención relativamente consistente con el dise-

ño del programa. Si se mantiene este ritmo de ejecu-

ción, durante 2026 se podrían completar los com-

ponentes de sustitución de ingresos y sustitución 

de economías. Esto supondría la ejecución de las 

principales etapas de atención en un período cerca-

no a un año para una proporción significativa de las 

familias vinculadas y mostraría una capacidad ins-

titucional relevante para gestionar e implementar el 

programa.

El principal reto para el nuevo gobierno será ga-

rantizar la continuidad de los compromisos adqui-

ridos con estas familias y vincular a RenHacemos 

a una estrategia integral de transformación territo-

rial, capaz de generar alternativas económicas sos-

tenibles y reducir de manera duradera la dependen-

cia de las comunidades a economías vinculadas a 

la coca.
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La oportunidades de la 
sustitución para el nuevo 
gobierno
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4. La oportunidades de la sustitución para el nuevo 
gobierno

El Gobierno Petro logró avances importantes en 

la atención de los compromisos pendientes del PNIS, 

una obligación del Estado derivada del Acuerdo de 

Paz y reiterada por la Corte Constitucional. Sin em-

bargo, los rezagos acumulados en su implementación 

limitan sustancialmente las posibilidades de alcan-

zar los objetivos para los que fue creado. Por su parte, 

RenHacemos, el programa de sustitución creado por 

esta administración, también registró avances en su 

implementación.

Este balance plantea al nuevo gobierno dos ta-

reas: atender las obligaciones pendientes del PNIS 

y garantizar la continuidad de RenHacemos. En el 

primer caso, deberá completar el Plan de Atención 

Individual (PAI) con casi 33.000 familias cultivado-

ras, no cultivadoras y recolectoras que suscribieron 

acuerdos individuales en el marco del PNIS, así como 

atender los compromisos con las familias que firma-

ron acuerdos colectivos. En el segundo, deberá dar 

continuidad a RenHacemos, que cuenta con 45.000 

familias vinculadas y comprometidas con la erra-

dicación de los cultivos de coca. Más de la mitad de 

ellas ya se encuentra en la etapa de establecimiento 

de nuevos cultivos y desarrollo de procesos produc-

tivos. 

Para cumplirle a las familias del PNIS, el Gobierno 

Petro dejó en marcha una hoja de ruta basada en el 

Banco de Proveedores Locales o en pagos directos 

para casos especiales. Según el Informe de Cum-

plimiento del PNIS, durante esta administración se 

invirtió más de un billón de pesos para este fin (ver 

Gráfico No. 6) y, según cálculos de funcionarios, el 

presupuesto necesario para cerrar el PAI es de alre-

dedor de $400.000 millones. Si esta estimación se 

confirma, la inversión directa acumulada en las fa-

milias del PNIS alcanzaría casi tres billones de pesos.

Gráfico 6. Inversión del Estado en el PNIS

INVERSIÓN DIRECTA EN FAMILIAS / MILLONES DE PESOS

2016 a 2022 $1.253.944

2022 a junio 2026 $1.091.369

Cultivadores y no cultivadores Recolectores

Totales publicados en el documento original; se mantienen sin recalcular.

Período Cultivadores + no cultivadores 
(millones de pesos)

Recolectores (millones 
de pesos)

Total inversión 
directa en familias

Total inversión 
(millones de pesos)

Avance 

2016 – 2022 $1.197.993 $55.951 $1.253.944 - 47%

Gobierno Petro 
2022–junio 2026

$1.053.868 $37.500 $1.091.369 - 40%

Total histórico $2.251.885 $91.072 $2.342.958 $2.720.000 87%

Fuente: Elaboración propia a partir del Informe de Cumplimiento del PNIS (ART, 2026).
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Para cumplir con los fallos de la Corte Constitu-

cional relacionados con las personas firmantes de 

acuerdos colectivos, el Gobierno Petro focalizó el 

programa RenHacemos en algunos territorios, pero 

no existe información oficial que permita determi-

nar cuántas de estas personas fueron efectivamente 

atendidas durante esta administración. En conse-

cuencia, el nuevo gobierno deberá establecer qué 

obligaciones permanecen pendientes.

Por su parte, RenHacemos no constituye —ni 

debería abordarse— como una obligación o deuda 

pendiente equivalente a la del PNIS. Sin embargo, 

el nuevo gobierno sí deberá garantizar el cumpli-

miento de los compromisos adquiridos con las fa-

milias vinculadas. Más allá de estas obligaciones, 

RenHacemos representa un avance relevante en la 

apuesta por promover procesos asociativos, conso-

lidar modelos productivos y desarrollar encadena-

mientos productivos y canales de comercialización. 

Estos elementos pueden contribuir a generar y con-

solidar alternativas económicas lícitas, sostenibles 

y con capacidad de inserción en mercados formales 

en territorios afectados por la presencia de cultivos 

de coca.

RenHacemos introdujo y fortaleció asuntos clave 

del desarrollo alternativo, pero también reprodujo 

algunos mecanismos que, a la luz de las lecciones 

aprendidas, han sido identificados como problemá-

ticos:

•	 La vinculación de familias en fincas dispersas 

y sin continuidad geográfica, que puede ter-

minar configurando un programa de atención 

predominantemente individual y asistencialista, 

en detrimento del enfoque territorial necesario 

para recuperar y transformar territorios afecta-

dos por los cultivos de uso ilícito.

•	 Una focalización territorial amplia, sin una 

estrategia clara que la sustente, que acaba res-

pondiendo a condiciones o necesidades coyun-

turales, dificultando la priorización de territorios 

y, con ello, el logro de los objetivos inicialmente 

propuestos.

•	 Una oferta estatal liderada principalmente 
por la gestión de la DSCI, sin un plan de acción 

coordinado que garantice la concurrencia, com-

plementariedad y sinergia de las distintas enti-

dades públicas en torno a objetivos comunes y 

resultados definidos para el corto, mediano y 

largo plazo.

•	 La implementación del programa sin una 
estrategia de seguridad articulada que permita 

garantizar la protección de los funcionarios 

y de las comunidades beneficiarias, generar 

las condiciones necesarias para sostener las 

intervenciones y contribuir a desarticular las 

estructuras y dinámicas del narcotráfico en los 

territorios.

 Desconocer, relegar o no continuar con los pro-

cesos que se encuentran en implementación su-

pondría desaprovechar los cerca de $1,4 billones 

asignados por el Gobierno Petro al programa Ren-

Hacemos. Capitalizar esta inversión resulta funda-

mental para consolidar procesos productivos que 

no solo tienen el potencial de generar ingresos líci-

tos y estables para las familias participantes y con-

tribuir a evitar la resiembra de coca, sino también de 

dinamizar las economías locales. Si estos proyec-

tos logran consolidarse y demostrar su viabilidad, 

pueden además generar incentivos para que otras 

personas que actualmente dependen de los cultivos 
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de coca opten por incorporarse a estas alternativas 

productivas.

El nuevo gobierno, al igual que el Gobierno Petro, 

cuenta con una ventaja que no debería desestimar: 

los precios de la hoja de coca y de la pasta o base de 

cocaína han experimentado una marcada inestabili-

dad durante los últimos cinco años. Esta recesión de 

la economía de la coca se explica, entre otros facto-

res, por la sobreoferta de hoja de coca y cocaína y 

por las nuevas formas de regulación ejercidas por 

los grupos armados después del Acuerdo de Paz. Sin 

embargo, el país aún no cuenta con suficiente infor-

mación para comprender estas transformaciones del 

mercado y sus dinámicas ni para hacer proyecciones.

Lo que sí evidencia el trabajo de campo de la FIP 

es que las familias que obtienen ingresos de la coca 

perciben que estos cultivos han dejado de ser renta-

bles y estables, y manifiestan estar cansadas de la 

inestabilidad de esta economía. Como consecuencia, 

algunas familias han abandonado los cultivos, mien-

tras que otras han optado por reducir la frecuencia de 

las cosechas y hacerlo únicamente cuando los pre-

cios resultan favorables.

Este es uno de los factores que ayudan a explicar la 

vinculación de las familias a RenHacemos. De acuer-

do con los testimonios recogidos entre comunidades 

y funcionarios a comienzos de 2025, la vinculación 

al programa no fue fácil, principalmente porque los 

incumplimientos del PNIS crearon una profunda des-

confianza de las comunidades hacia el Estado. Sin 

embargo, la denominada “crisis de la coca”, sumada 

a la percepción positiva de las posturas del presiden-

te Petro frente a la política de drogas, la ausencia de 

erradicación forzosa durante su gobierno y los pro-

cesos de acercamiento adelantados por la DSCI, con-

tribuyeron a generar condiciones propicias para que 

las familias se vincularan al programa.

La recesión de la economía de la coca también 

parece haber contribuido al aumento de la minería 

ilegal. Sin embargo, no existe información oficial ni 

evidencia académica suficiente para determinar si 

existe una relación causal entre ambos fenómenos. 

Lo que sí se observa es que, en varios territorios his-

tóricamente vinculados a la economía de la coca, 

la minería ilegal ha cobrado mayor relevancia y ha 

atraído a comunidades que antes dependían de los 

cultivos de coca.

Evitar que la “crisis de la coca” se traduzca en el 

fortalecimiento de otras economías ilegales requie-

re articular las intervenciones de seguridad con una 

estrategia de transformación territorial y desarrollo 

capaces de generar alternativas económicas viables 

y sostenibles para las comunidades. En este contex-

to, los compromisos existentes de sustitución repre-

sentan una oportunidad. Se trata de procesos que ya 

están en marcha y en los que las comunidades han 

manifestado su disposición a transitar hacia otras 

actividades económicas y a construir una nueva re-

lación con el Estado.

El nuevo gobierno recibirá compromisos de Ren-

Hacemos en 26 municipios de siete departamentos. 

El reto será evaluar el estado de avance de estos pro-

cesos y definir una priorización estratégica que per-

mita determinar en cuáles existen las condiciones y 

el potencial para concentrar las capacidades estata-

les en materia de desarrollo y seguridad. Esta priori-

zación será fundamental para evitar la dispersión de 

los esfuerzos y aumentar las posibilidades de conso-

lidar procesos de transición hacia economías lícitas.

Pero la priorización territorial debe estar acompa-

ñada de una decisión igualmente importante: actuar 

con rapidez. El tiempo es una variable fundamental 

para lograr resultados dentro de un periodo de go-

bierno. La administración de Gustavo Petro inició la 
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implementación de RenHacemos en 2025, lo que dejó 

al programa con un margen limitado para demostrar 

resultados y puso en riesgo su continuidad. La trans-

formación de la estructura económica de los territo-

rios afectados por cultivos de uso ilícito no se da en 

el corto plazo. Por ello, si el nuevo gobierno pretende 

avanzar durante sus cuatro años, deberá iniciar la 

intervención desde el comienzo del mandato y con-

centrar desde entonces sus capacidades en los terri-

torios seleccionados.

La necesidad de actuar con rapidez también de-

bería orientar las decisiones sobre la arquitectura 

institucional. Para una política cuyos resultados de-

penden de la continuidad y de la capacidad de coor-

dinar múltiples intervenciones estatales, no resulta 

conveniente introducir cambios en la estructura del 

Estado que puedan retrasar su ejecución. La priori-

dad debería ser mantener y fortalecer la DSCI y, al 

mismo tiempo, elevar su gestión desde la Presidencia 

de la República. Para ello, se requiere del liderazgo de 

un Jefe de Gabinete que coordine la acción integrada 

del Estado, establezca un mecanismo permanente de 

seguimiento y facilite la toma oportuna de decisiones 

por parte del Presidente.

La transformación territorial constituye la única 

vía para reducir de manera duradera la dependen-

cia de las comunidades de los cultivos de uso ilíci-

to. Esto implica asumirla como una inversión estra-

tégica de largo plazo, en la que seguridad, justicia, 

desarrollo económico, provisión de bienes públicos, 

ordenamiento territorial y participación comunita-

ria se articulen bajo una conducción estatal capaz 

de coordinar los esfuerzos de sus entidades con las 

comunidades y el sector privado. No se trata de una 

estrategia que prometa resultados inmediatos, sino 

de construir las condiciones que permitan modificar 

las trayectorias económicas, sociales y de seguridad 

que han permitido la consolidación de esta economía 

ilícita durante décadas.

El nuevo gobierno tendrá que decidir si continúa 

abordando el problema mediante intervenciones 

fragmentadas, sujetas a metas operativas y a los ci-

clos de cada administración, o si asume el desafío de 

transformar los territorios donde estas economías se 

han perpetuado. Esto requiere concentrar las capa-

cidades del Estado en territorios priorizados, articu-

lar desde el comienzo las estrategias de seguridad y 

desarrollo y garantizar una presencia institucional 

sostenida, capaz de recuperar gobernabilidad, pro-

teger a las comunidades y generar alternativas eco-

nómicas viables. La reducción de los cultivos de uso 

ilícito y del narcotráfico debe ser entendida, en con-

secuencia, como un resultado de esa transformación, 

no como su único objetivo. 



45Sustitución y transformación territorial   /  Octubre 2026

05

Recomendaciones

05.



46Sustitución y transformación territorial   /  Octubre 2026

5. Recomendaciones 

01. Cerrar rápidamente el PNIS y 
completar RenHacemos

El primer objetivo debe ser atender y cerrar los 

compromisos que ya existen, no abrir nuevas con-

vocatorias ni crear un tercer programa. En el PNIS 

todavía hay 32.829 familias activas que no habían 

culminado el PAI a julio de 2026, mientras RenHa-

cemos dejó más de 45.000 familias inscritas y cerca 

de 29.000 ya están en el proceso de implementación. 

Interrumpir estos avances volvería a trasladar a las 

comunidades los costos de los cambios de gobierno 

y pondría en riesgo inversiones públicas y procesos 

productivos ya iniciados.

El nuevo gobierno debería establecer desde el co-

mienzo un cronograma de cierre para los dos pro-

gramas, recursos asegurados, responsables y metas 

verificables. El PNIS debe tener una fecha cierta de 

terminación, con un horizonte próximo. RenHacemos 

debe completar los compromisos adquiridos y con-

solidar los proyectos productivos y comerciales que 

ya están en marcha, sin continuar expandiéndose in-

definidamente bajo el mismo modelo.

02. Abandonar la familia como unidad 
principal de intervención

Una de las lecciones más claras del PNIS y de 

RenHacemos es que la suma de familias atendidas 

no se traduce automáticamente en la transformación 

de los territorios. Una finca puede abandonar la coca 

mientras la que está al lado continúa cultivándola o 

mientras el cultivo simplemente se desplaza dentro 

de la misma zona.

Los futuros procesos de sustitución deben partir 

de unidades territoriales continuas, con objetivos co-

munes de reducción de cultivos, seguridad, transfor-

mación económica y presencia estatal. Las familias 

seguirán siendo beneficiarias de las intervenciones, 

pero ya no deberían determinar por sí solas la geo-

grafía de la política pública. El territorio debe consti-

tuir la unidad de planeación e intervención. 

03. Convertir la sustitución en una 
herramienta de una estrategia 
territorial más amplia

La sustitución no puede seguir funcionando como 

una política aislada. En cada territorio priorizado 

debe existir una estrategia integral de intervención 

estatal que combine las herramientas necesarias se-

gún sus condiciones y necesidades.

Eso puede incluir sustitución voluntaria, erradi-

cación forzosa en sus distintas modalidades, for-

malización de la propiedad, infraestructura vial y 

productiva, acceso a crédito, inclusión financiera, 

comercialización, asistencia técnica, protección am-

biental, justicia, fortalecimiento de los gobiernos lo-

cales y la recuperación de capacidades instituciona-

les.

No todos los territorios necesitan la misma com-

binación. El objetivo no debe ser aplicar un programa 

nacional homogéneo, sino contar con una caja de he-

rramientas de política pública que pueda organizarse 

de manera diferenciada según la naturaleza del pro-

blema.

04. Articular desde el comienzo las 
políticas de seguridad y drogas

No habrá sustitución sostenible en territorios don-

de las organizaciones armadas continúen regulando 

la economía, controlando a la población y determi-

nando qué se produce, quién compra y bajo qué con-

diciones.

La política de drogas y la política de seguridad 

deben compartir los territorios priorizados, el diag-
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nóstico, los objetivos, la secuencia de intervención y 

los indicadores de resultado. La seguridad no puede 

aparecer después del programa productivo, ni la sus-

titución puede desarrollarse independientemente de 

las condiciones de control territorial.

Esto significa reconocer que transformar una 

economía ilegal requiere ampliar simultáneamente 

las oportunidades lícitas y reducir la capacidad de los 

actores criminales para regular y controlar territo-

rios. El propio balance del PNIS muestra los costos 

de avanzar sin condiciones suficientes de seguridad, 

mientras RenHacemos volvió a operar en territorios 

con fuerte presencia de organizaciones armadas.

05. Concentrar recursos donde el 
Estado pueda producir resultados

Colombia debe abandonar la lógica de intervenir 

muchos territorios simultáneamente con capacida-

des insuficientes. Priorizar implica también decidir 

dónde concentrar los esfuerzos y dónde no intervenir 

todavía.

La selección debería combinar al menos cinco cri-

terios: concentración y permanencia de los cultivos 

de coca, importancia estratégica del territorio para 

las economías criminales, potencial real de las eco-

nomías lícitas y sus posibilidades de acceso a mer-

cados, condiciones de seguridad que permitan una 

intervención sostenida y compromisos previamente 

adquiridos por el Estado.

Una vez seleccionados los territorios, la decisión 

debe tener consecuencias presupuestales. Priorizar 

no puede significar simplemente dibujar polígonos en 

un mapa; debe traducirse en concentrar allí seguri-

dad, infraestructura, tierras, desarrollo productivo, 

justicia y capacidades institucionales durante varios 

años.

06. Pasar de medir entregas a medir 
transformaciones

Los programas PNIS y RenHacemos muestran 

una dificultad persistente. El Estado puede estable-

cer con bastante precisión cuántas familias recibie-

ron pagos, insumos o asistencia técnica, pero tiene 

muchas dificultades para saber si aumentaron sus 

ingresos, si las actividades lícitas son rentables, si 

permanecen en el mercado, si disminuyó la coca y si 

esa reducción se sostuvo.

El nuevo gobierno debería establecer desde el ini-

cio pocos indicadores estratégicos para cada territo-

rio: reducción sostenible del área cultivada, resiem-

bra y desplazamiento de cultivos, ingresos legales de 

los hogares, permanencia de los proyectos producti-

vos, acceso efectivo a mercados, reducción de la in-

fluencia de organizaciones criminales y mejoramien-

to de bienes públicos esenciales. La unidad de éxito 

debería dejar de ser la familia atendida y convertirse 

en el territorio transformado.

07. Poner a alguien a cargo
Una estrategia territorial de esta naturaleza no 

puede depender de la capacidad de coordinación vo-

luntaria entre múltiples entidades. La experiencia re-

visada para este informe muestra una oferta estatal 

liderada principalmente por la DSCI, pero sin un plan 

suficientemente vinculante que ordene la concurren-

cia de otras instituciones alrededor de objetivos terri-

toriales comunes.

El Gobierno necesita una dirección estratégica 

desde la Presidencia, con capacidad de definir priori-

dades, asignar responsabilidades, resolver bloqueos 

y hacer seguimiento de resultados. Los sectores de 

Agricultura, Defensa, Justicia, Ambiente, Transporte, 

la ART, la ANT, los gobiernos territoriales y demás 
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entidades deben actuar sobre una misma hoja de 

ruta, en lugar de operar como programas paralelos 

que ocasionalmente coinciden en el territorio.

08. Aprovechar la crisis de la economía 
de la coca

La inestabilidad de los precios de la hoja de coca 

y de la pasta o base de cocaína ha creado una opor-

tunidad para avanzar en la transición hacia otras 

actividades económicas. Las comunidades perci-

ben que estos cultivos han dejado de ser rentables y 

algunas familias ya han reducido o abandonado su 

producción. El nuevo gobierno debe aprovechar este 

contexto para concentrar sus capacidades en los te-

rritorios donde existan condiciones para consolidar 

alternativas económicas lícitas y sostenibles. Para 

ello, será necesario comprender mejor las transfor-

maciones del mercado de la coca y priorizar aquellos 

territorios donde esta situación pueda favorecer pro-

cesos de transición.
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Anexos y referencias
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El Programa Nacional Integral de Sustitución de 

Cultivos de Uso Ilícito (PNIS) fue diseñado desde su 

concepción en el Acuerdo de Paz a partir de cinco ele-

mentos orientados a garantizar su integralidad:

1.	 Condiciones de seguridad: El programa contem-

plaba una estrategia de seguridad territorial que 

permitiera su implementación y sostenibilidad. 

Esta estrategia incluía rutas coordinadas de mi-

tigación de riesgos y medidas de protección para 

las comunidades, entre ellas, los procesos de des-

minado en los territorios focalizados. 

2.	 Acuerdo con las comunidades: El programa te-

nía un carácter voluntario y concertado, por lo 

que la participación comunitaria constituía un 

elemento indispensable para su construcción e 

implementación. 

3.	 Tratamiento penal diferencial: Para lograr la 

visión integral del programa, se contemplaba 

avanzar en ajustes normativos que permitieran 

renunciar de manera transitoria al ejercicio de la 

acción penal o extinguir la sanción penal contra 

los agricultores vinculados a los cultivos ilícitos, 

siempre que, en el término del año siguiente a la 

expedición de la norma, renunciaran pública y 

voluntariamente a esta actividad. 

4.	 Priorización de territorios: El programa estable-

cía como criterios de focalización los territorios 

PDET, aquellos con mayor densidad de cultivos 

de uso ilícito y población asociada, y los Parques 

Nacionales Naturales. 

5.	 	PISDA: Los Planes Integrales Comunitarios y 

Municipales de Sustitución y Desarrollo Alter-

nativo buscaban alcanzar una transformación 

estructural de los territorios y, de esta forma, 

contribuir a una solución definitiva y sostenible al 

problema de los cultivos ilícitos. Estos planes se 

debían construir participativamente e integrarse 

con los PDET, cuando las zonas coincidieran, así 

como a la Reforma Rural Integral prevista en el 

Acuerdo de Paz. 

A su vez, los PISDA contemplaban cinco compo-

nentes esenciales: 

•	 Plan de Atención Inmediata (PAI) y desarrollo de 

proyectos productivos: Este plan tenía tres po-

blaciones objetivo diferenciadas —cultivadores, 

recolectores y comunidad general asociada a los 

territorios—cada una con elementos específicos: 

	− Cultivadores: asistencia alimentaria; esta-

blecimiento de huertas caseras para segu-

ridad alimentaria; proyectos de generación 

de ingresos rápidos; asistencia técnica; 

proyectos productivos de largo plazo. 

	− Recolectores: asistencia alimentaria y op-

ciones de empleo temporal. 

	− Comunidad en general: atención a la prime-

ra infancia; población escolar; generación 

de opciones laborales; atención a adultos 

mayores; superación de la pobreza; aten-

ción básica en salud; vinculación a la Refor-

ma Rural Integral. 

•	 Obras de infraestructura social de ejecución 

rápida: contemplaba la ejecución de pequeñas 

obras de infraestructura social priorizadas por 

las comunidades, para la sostenibilidad del pro-

grama y la generación de confianza. 

Anexo 1.  Elementos y componentes del PNIS
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•	 Componente de sostenibilidad y de recupera-

ción ambiental: buscaba contribuir al cierre de 

la frontera agrícola y a la recuperación ambien-

tal mediante proyectos de protección ambiental. 

•	 Plan de formalización de la propiedad: contem-

plaba priorizar los procesos de formalización en 

los territorios PNIS. 

•	 Planes para zonas apartadas y con baja concen-

tración de población: contemplaba planes espe-

ciales para estas zonas, incluida la posibilidad 

de relocalizar a las comunidades allí asentadas. 

Dimensión PNIS RenHacemos Comparación

Objetivo Promover la sustitución voluntaria de los cultivos de uso 

ilícito como parte de la Reforma Rural Integral (RRI), 

mediante programas y proyectos orientados a superar 

las condiciones de pobreza y marginalidad de las familias 

campesinas y a generar condiciones de bienestar y buen 

vivir en los territorios.

Impulsar el tránsito sostenible de economías 

basadas en cultivos de uso ilícito hacia economías 

lícitas y ambientalmente sostenibles, buscando 

superar la dependencia económica mediante 

alternativas productivas sostenibles, asociatividad, 

encadenamientos productivos, agregación de valor 

y acceso a mercados.

SIMILAR

Teoría de cambio Acuerdo voluntario → erradicación → asistencia alimenta-

ria y técnica proyecto productivo → generación de ingre-

sos lícitos, bajo el supuesto de que la RRI y los bienes 

públicos contribuirían a consolidar la transición.

Acuerdo voluntario → sustitución temporal del 

ingreso proyecto productivo + asistencia técnica → → 

asociatividad → transformación y comercialización 

mercados → bienes complementarios → consolida-

ción de economías lícitas.

SIMILAR

Duración PAI: 2 años / PNIS: 10 años / RRI: 15 años 1 año DIFERENTE

Gobernanza / 

institucional

Se creó la DSCI como entidad responsable, con articula-

ción prevista con múltiples entidades y con la RRI.

La DSCI mantiene el liderazgo. Se busca articular 

la sustitución con otras inversiones y actores terri-

toriales para crear condiciones de sostenibilidad.

IGUAL

Focalización 

territorial

• Zonas priorizadas en los PDET

• Densidad de cultivos de uso ilícito y de población

• Parques Nacionales Naturales

• Comunidades que se hayan acogido al tratamiento 

penal diferencial

Criterios ponderados según la cantidad de cul-

tivos de coca, seguridad y acceso, existencia de 

alternativas productivas, relacionamiento con las 

comunidades, órdenes de la Corte Constitucional, 

conflictos sobre pretensiones territoriales y exis-

tencia de acuerdos colectivos del PNIS.

DIFERENTE

Unidad de 

intervención

Familia Familia como unidad de vinculación, pero con 

una mayor incorporación de procesos colectivos, 

organizaciones y asociaciones productivas.

IGUAL

Erradicación Condición para recibir transferencias monetarias. 

La no resiembra es una condición explícita para perma-

necer en el programa.

Condición para recibir la segunda transferencia. 

La no resiembra es una condición explícita para 

permanecer en el programa.

DIFERENTE

Anexo 2.  Comparación del diseño de los programas de sustitución PNIS y RenHacemos 
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Dimensión PNIS RenHacemos Comparación

Modelo de 

atención

PISDA: PAI (Asistencia alimentaria: pagos + seguridad 

alimentaria: huertas, otros + proyecto productivo de corto 

y largo plazo + asistencia técnica) + infraestructura de 

ejecución rápida + recuperación ambiental + formaliza-

ción de la propiedad + planes para zonas apartadas.

Sustitución de ingresos (pagos) + sustitución de 

economías (proyecto productivo y asistencia téc-

nica) + bienes complementarios (transformación + 

comercialización + encadenamientos productivos) 

+ asociatividad.

SIMILAR

Tipos de apoyo Transferencias monetarias, seguridad alimentaria, asis-

tencia técnica, insumos y proyectos productivos, además 

de infraestructura y otros bienes públicos.

Transferencias monetarias, asistencia técnica, 

insumos y proyectos productivos, infraestructura, 

bienes públicos, fortalecimiento organizativo y 

articulación con transformación y mercados.

SIMILAR

Esquema de 

pagos

Esquema estandarizado de seis pagos de $2.000.000. Esquemas diferenciados por territorio en monto, 

número y duración. En algunos núcleos se definen 

según el área con coca.

DIFERENTE

Articulación con 

bienes públicos

Los PISDA incluirían bienes públicos de ejecución rápida 

y la RRI aportaría bienes públicos, infraestructura e inser-

ción en los mercados.

Se plantea explícitamente la articulación con 

infraestructura, bienes públicos, servicios y 

condiciones habilitantes para la producción y 

comercialización.

SIMILAR

Articulación con 

seguridad

La seguridad es uno de los seis elementos del programa. 

Se entiende como una condición necesaria para la imple-

mentación y sostenibilidad del programa.

Se incorpora solo como criterio de focalización. DIFERENTE

Formalización de 

la propiedad

Es un componente de los PISDA. Se plantea como condición habilitante para la 

inversión, acceso a financiación y sostenibilidad 

productiva, aunque no parece ser un componente 

ejecutado directamente por RenHacemos.

DIFERENTE

Enfoque 

territorial

Sin microfocalización concentrada ni un mecanismo 

explícito de diferenciación de modelos productivos por 

núcleo.

Sin microfocalización y definición de modelos 

productivos diferenciados según las condiciones 

territoriales.

DIFERENTE

Enfoque 

ambiental

Protección de Parques Nacionales Naturales (PNN) y 

otras áreas de interés ambiental; cierre de la frontera 

agrícola; sostenibilidad y recuperación ambiental en los 

PISDA. Los PNN son un criterio de focalización.

Intervención diferenciada en áreas con determi-

nantes ambientales; restauración ecológica, bioe-

conomía, pagos por servicios ambientales (PSA) y 

negocios verdes.

SIMILAR

Enfoque 

diferencial

Explícito: reconoce particularidades de comunidades 

indígenas y afrodescendientes y de las mujeres. El 

Capítulo Étnico agrega participación efectiva y consulta 

en el diseño e implementación del PNIS.

Explícito y concertación diferenciada con comuni-

dades étnicas. Enfoque de género e interseccional; 

prelación a mujeres cabeza de hogar.

IGUAL

Participación 

política/

comunitaria

Arquitectura formal de participación mediante una 

estructura escalonada: asambleas comunitarias en el 

nivel veredal, instancias de planeación y seguimiento 

en el nivel municipal y consejos asesores en el nivel 

territorial.

Concertación territorial con comunidades, organi-

zaciones y autoridades étnicas, sin una arquitec-

tura de instancias participativas.

DIFERENTE

Seguimiento y 

evaluación

Sistema formal de seguimiento, articulado a los instru-

mentos de seguimiento a la implementación del Acuerdo 

de Paz: el Plan Marco de Implementación (PMI) y el 

Sistema Integrado de Información para el Posconflicto 

(SIIPO).

El seguimiento, monitoreo y evaluación se incor-

poran como componente transversal del diseño 

del programa. No se identifica un sistema de 

indicadores.

DIFERENTE

Indicadores Indicadores de gestión, cobertura, productos y algunos 

resultados inmediatos de la intervención. No se identifica 

una batería consolidada de indicadores de resultados e 

impactos de mediano y largo plazo ni de impacto.

Indicadores de gestión, cobertura, productos y 

algunos resultados inmediatos de la intervención. 

No se identifica una batería consolidada de indica-

dores de resultados e impactos de mediano y largo 

plazo ni de impacto.

IGUAL

Fuente: Elaboración propia con base en informes oficiales de la DSCI (2026) y de la FIP (2022-2026).
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